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    Hermosillo, Sonora, México, 2015.

  


  A las mujeres que son la razón


  de todos mis esfuerzos:


  mi esposa


  Olivia Edith “Conny”


  mis hijas


  Gabriela, Adriana, Paulina


  A mi Padre:


  Roberto Lagarda Cabrera


  De quien heredé “La seriedad y la disciplina en la conducta”


  A mi Madre:


  Elisa Lagarda Muñoz


  De quien obtuve “La naturaleza jovial; el arte de fantasear”


  A mis hermanos:


  Roberto, Alfredo, César Alfonso,


  Octavio, Carmen Elisa, Saúl


  A mis otros hermanos:


  Alberto Flores Urbina, José Godoy Fernández,


  Juan Carlos Cervantes Willis, Rodolfo Gómez Urbalejo


  …A los campesinos que no había despojado, porque no le interesaban sus tierras, les impuso una contribución que cobraba cada sábado con los perros de presa y la escopeta de dos cañones. No lo negó. Fundaba su derecho en que las tierras usurpadas habían sido distribuidas por José Arcadio Buendía en los tiempos de la fundación, y creía posible demostrar que su padre estaba loco desde entonces, puesto que dispuso de un patrimonio que en realidad pertenecía a la familia. Era un alegato innecesario, porque Arcadio no había ido a hacer justicia. Ofreció simplemente crear una oficina de registro público de la propiedad para que José Arcadio legalizara los títulos de la tierra usurpada, con la condición de que delegara en el gobierno local el derecho de cobrar las contribuciones. Se pusieron de acuerdo. Años después, cuando el coronel Aureliano Buendía examinó los títulos de propiedad, encontró que estaban registradas a nombre de su hermano todas las tierras que se divisaban desde la colina de su patio hasta el horizonte, inclusive el cementerio, y que en los once meses de su mandato Arcadio había cargado no sólo con el dinero de las contribuciones, sino también con el que cobraba al pueblo por el derecho de enterrar a los muertos en predios de José Arcadio…


  … Fue entonces cuando decidió revisar los títulos de propiedad de la tierra, hacia cien años atrás, y descubrió las tropelías legalizadas de su hermano José Arcadio. Anuló los registros de una plumada.


  … En Macondo no ha pasado nada, ni está pasando ni pasará nunca. Este es un pueblo feliz.


  Gabriel García Márquez


  Cien años de soledad


  1967


  Agradecimiento


  Lo mas personal que tiene el trabajo de investigar y escribir, es que se hace en la soledad. Pero nada se puede hacer de manera individual. Siempre es necesaria la cooperación de los demás para lograr cualquier objetivo. Por eso no puedo dejar de expresar mi agradecimiento a quienes colaboraron decididamente para la elaboración y publicación de este libro:


  El Lic. César Rubio García quien se ha convertido en el motor impulsor de la motivación para realizar este tipo de trabajos. Al Consejo Directivo 1999–2002 y al personal administrativo del Instituto Sonorense de Administración Pública , Institución en la que he encontrado un cálido ambiente humano y académico, que me motiva a involucrarme en labores académicas y sobre todo por la disposición de promover la edición de mis trabajos. La L.A.E. Susana Esquer Alcántar, Jefe del Departamento de Impuestos y Derechos Estatales de la Secretaría de Finanzas y quien es responsable de la administración del impuesto predial ejidal, que me facilitó información técnica, formatos y documentos legales indispensables para la elaboración del trabajo. El C. P. Rafael Pablos Tavares, Director General de Informática, Estadística y Obras Ejidales de la Secretaría de Planeación del Desarrollo, quien me dio todas las facilidades de su área para obtener la información necesaria.


  El Sr. Mario Durán Fontes, Jefe del Departamento de Control de Obras Ejidales de la misma Dirección General, quien tiene una gran experiencia en la administración del predial ejidal, que generosa y solidariamente me facilitó todos los documentos legales y formatos que estuvieron a su alcance y sobre todos los comentarios y observaciones necesarias para entender lo relacionado con el impuesto. A mis secretarias Carmen Olivia Durazo Barceló y Araceli Terán Rodríguez, quienes fueron las encargadas de digitalizar una gran cantidad de documentos. El Lic. Armando Rico Preciado quien me facilitó el Código Agrario de 1942, el Lic. Alfonso Márquez Quijada, Jefe del Programa de Terrenos Nacionales de la S. R. A., quien me prestó una copia de la Ley Federal de la Reforma Agraria. Mi amiga Gloria Lugo Mendívil quien me ofreció la Ley Agraria y el libro de Morett.


  Al Lic. Mario Fernando Larios Velarde , Lic. David García Durán por sus comentarios y ayuda en la búsqueda de información. Al Mtro. Fabián Galindo Duarte y a Jaime Alonso Almada Guirado quienes pacientemente revisaron y corrigieron el texto y el estilo.


  A mis compañeros de trabajo del Icreson por su prudencia, comprensión y cooperación al darse cuenta que uno de los suyos realiza un trabajo de investigación.


  A mi incansable promotor editorial, mi amigo Ing. Héctor Vindiola Córdova, Director General del ITESCA que logró la promoción entre las instituciones académicas hermanas, El ITA 21 que dirige el Ing. Hermenegildo Lagarda Leyva y la Universidad Tecnológica del Sur de Sonora que comanda mi amigo Lic. Alberto Flores Urbina


  Y por supuesto a la Lic. Miriam Ortega Jaramillo quien fue en primera instancia, la autora intelectual de este trabajo.


  Y a todos aquellos que de alguna u otra manera participaron en algo para la realización de este libro.


  A todos ellos, se deben los aciertos, por lo que les estaré siempre agradecido. Los errores son mi responsabilidad.


  Ignacio Lagarda Lagarda


  Febrero del 2003


  Presentación


  Esta nueva obra de Ignacio Lagarda tiene el mérito de ser el primer texto sobre el Impuesto Predial Ejidal en Sonora… y tal vez en el país. El autor, experto en temas relacionados con el desarrollo urbano, el catastro y la recaudación de impuestos derivados de la propiedad inmobiliaria, redactó el libro con un enfoque especial que beneficia a los ayuntamientos y, paralelamente, a la población del medio rural. El trasfondo del contenido técnico del libro es, pues, eminentemente social.


  Ignacio Lagarda revaloriza la importancia del impuesto predial para el desarrollo de las comunidades ejidales, considerando que casi la totalidad de su recaudación se retorna en obras de bienestar colectivo. Dada la oportunidad para la administración municipal, y para las propias localidades, de multiplicar recursos públicos mediante los programas de inversión en las que participan simultáneamente los ciudadanos, el Ayuntamiento y otros ordenes de gobierno, la eficiencia en la recaudación de este impuesto adquiere mayor relevancia.


  Otro mérito del autor, el más importante por cierto, en su propuesta de concreción inmediata recurriendo a una metodología accesible para elevar la eficiencia tributaria. El libro es una guía valiosísima para aplicar la informática a los sistemas de recaudación de las tesorerías municipales. Más que profundizar en teorías y reflexiones sobre política hacendaria -temas que también estudia el autor- en esta ocasión Ignacio Lagarda enseña su metodología con ejemplos prácticos de gran utilidad para los responsables directos de las funciones de cálculo, cobro y control del Impuesto Predial Ejidal.


  Solo por esa aportación el libro es una herramienta indispensable en la administración de la hacienda pública de todos los ayuntamientos, pues en todos los municipios de Sonora existe población ejidal. Y es muy importante también para los funcionarios y legisladores interesados tanto en las finanzas estatales y municipales como en el desarrollo regional.


  Para el Instituto Sonorense de Administración Pública A.C. el presente texto es un ejemplo de congruencia entre teoría y práctica en uno de los ámbitos más interesantes de la gestión gubernamental. La aplicación de la metodología propuesta aumentará notablemente la facultad de las comunidades rurales, a través de sus autoridades locales, de gestionar mayores fondos extraordinarios para elevar el nivel y la calidad de vida de su población, mediante la inversión en obras prioritarias o en el financiamiento de proyectos de desarrollo regional.


  El ISAP se congratula de esta valiosa aportación de Ignacio Lagarda Lagarda y recomienda a los estudiosos de las ciencias administrativas la lectura del libro, como estímulo para plantear propuestas ahora que la complejidad del escenario social demanda ideas y proyectos innovadores en el contexto del quehacer público.


  Lic. César Rubio García


  Palabras del autor


  Desde el año 2000 cuando salió a la luz el libro Manual del Impuesto Predial en Sonora, mucha gente me ha preguntado sobre el impuesto predial ejidal. Confieso que siempre me resultaba incómodo no saber contestar.


  El impuesto predial que todos conocemos es una carga municipal , por eso al hacer la primera edición del libro, no tomé en cuenta lo relacionado con el predial ejidal puesto que es un gravamen estatal, según la Ley.


  Cuando trabajé en la segunda edición del Manual, decidí entonces incluir un capítulo sobre el impuesto predial ejidal. Conseguí la información que pude - que fue muy escasa por cierto - y redacté unas cuantas páginas sobre el tema. Confieso con honestidad que fue poco lo que aprendí de dicho impuesto. Pero con las páginas escritas creí haber cumplido con el compromiso de quienes habían manifestado su interés en ese impuesto.


  Una mañana de junio recibí una llamada de la Lic. Miriam Ortega - que había trabajado en el Instituto Sonorense de Administración Pública ISAP – y quien estuvo muy involucrada en la segunda edición del Manual, para invitarme a participar en una serie de cursos que la dependencia donde trabaja ahora – el área de capacitación al contribuyente de la Secretaría de Finanzas – organiza para capacitar a los ejidatarios, como contribuyentes del impuesto predial ejidal.


  No pude aceptar la invitación porque sentirme completamente incapacitado para impartir un curso sobre ese impuesto, pero me comprometí en estudiarlo para cumplir a cabalidad con las expectativas de los contribuyentes.


  A raíz de ello me dediqué a buscar la información bibliográfica existente sobre dicho tributo, y grande fue mi sorpresa al darme cuenta de la escasez de información. Los datos legales y los formatos pude obtenerlos entre los funcionarios de las Dependencias de la Secretaría de Finanzas y Planeación del Gasto Público, involucrados en su administración. Conseguí toda la información que pude y la organicé para preparar el curso ya comprometido.


  Una tarde, conversando con el Lic. César Rubio García - quien es el Presidente del ISAP – me preguntó sobre la idea de escribir otro libro para que el Instituto lo publicara, ese hecho me llevó a valorar el material que tenia en mi poder, tanto la información legal como fundamentos bibliográficos diversos sobre conceptos y definiciones, hecho lo anterior decidí sentarme a escribir el documento que usted apreciable lector tiene en sus manos, -a sabiendas de que el único mérito del libro sería el primero en su tipo que se hubiera escrito en Sonora, -y con la convicción de aportar elementos que pudiesen desencadenar una discusión mas amplia y especializada al respecto por parte de interesados y de estudiosos de temas relacionados con el Impuesto Predial.


  Espero que los contribuyentes de este impuesto, los ejidatarios , los comuneros y los empresarios involucrados con ellos en la comercialización de sus productos, puedan utilizar este libro como instrumento para una mejor comprensión del tributo, y sobre todo claridad en su pago.


  En el transcurso de la investigación, descubrí que este impuesto; si es bien administrado, puede convertirse en buena fuente de ingresos para los Ayuntamientos, ya que es en el espacio, y para beneficio municipal, a donde se destinan los fondos obtenidos de su recaudación.


  Espero que las autoridades municipales al revisar este libro, tomen conciencia de este gravamen y se ocupen con interés en su administración y empiecen a ver la posibilidad de convertirlo en un impuesto municipal – como ya sucede en los Estados de Colima y Oaxaca – y lo conviertan como el predial urbano y el traslado de dominio, en sus principales fuentes de ingresos propios.


  Capítulo 1


  ORIGEN HISTÓRICO DE LOS IMPUESTOS INMOBILIARIOS


  En este capítulo haremos un breve esbozo del origen de los impuestos relacionados con la propiedad inmobiliaria, tal como lo es el impuesto predial ejidal.


  Los impuestos inmobiliarios están ligados al catastro. Originalmente el catastro se elaboró con fines fiscales de ahí la indisoluble relación entre los dos conceptos.


  La primera referencia sobre la organización y reparto de tierras, la encontramos en La Biblia específicamente en el Libro de los Números:


  Números 35[1]


  1. Dijo todavía el Señor a Moisés en los campos de Moab a orilla del Jordán, enfrente de Jericó:


  2. Manda a los hijos de Israel que de sus posesiones den a los Levitas


  3. Ciudades en que habitar, y sus campos inmediatos en la circunferencia, para que moren ellos en las poblaciones, y los campos extramuros sirvan para los ganados y bestias.


  4. Estos campos extramuros de las ciudades cogerán a la redonda el espacio de mil pasos. Al Oriente dos mil codos, y al Mediodía igualmente otros dos mil: la misma medida tendrán hacia el mar, que mira al Occidente, y la parte septentrional terminará en igual espacio: de suerte que las ciudades estén en medio, y los campos o ejidos por fuera al rededor.


  Como vemos el concepto de repartición de tierras tuvo su origen en las estepas de Moab, cerca del Río Jordán a la altura de Jericó, cuando Yahvéh le ordenó a Moisés que les diera a los Levitas las tierras que les correspondían


  Herodoto (1400 A. C.) menciona que en Egipto existían unos técnicos llamados “estiradores de cuerdas” quienes después de las crecidas del Río Nilo, utilizando unas cuerdas se encargaban de replantear los límites de las propiedades que habían sido modificadas por las corrientes. El levantamiento de las propiedades agrícolas además servía para cobrar un impuesto que era proporcional a la producción potencial de cada parcela y que estaba relacionada con el área de la misma y la cantidad de limo que quedaba depositada sobre ella por la corriente del río[2].


  En la época del imperio romano, Sexto Julio Frontino, ingeniero y militar, nacido el año 41 d. C. Publicó un tratado sobre Agrimensura donde planteaba la reglamentación para la repartición de tierras a los colonos que seguían a la ocupación de las legiones, tales como el parcelamiento y reparto de las tierras y las consecuencias jurídicas de las mismas y sobre todo las controversias originadas por la posesión de las mismas.


  Los legionarios agrimensores llevaban a cabo la repartición de las tierras por medio de un trámite jurídico – administrativo llamado “adsignatio”[3].


  Durante la Edad Media los impuestos a la propiedad inmobiliaria tuvieron gran importancia. Cuando el normando Guillermo El Conquistador derrotó a los sajones en la batalla de Hastings mandó hacer un registro de todas las propiedades, “para asesorarse sobre su papel para recaudar impuestos”[4].


  Los vasallos pagaban impuestos al Señor Feudal diversos tipos de impuestos entre ellos el pecho o talla, que era una carga impuesta sobre la propiedad territorial una o varias veces al año y que una vez que se pagaba, se hacía una talla con un cuchillo en un pedazo de madera. Este impuesto se mantuvo hasta la época de la época de la revolución francesa. Tockeville en su obra “El Antiguo Régimen y la Revolución”, dice que “la talla solo gravaba la propiedad inmueble, y no se variaba con arreglo a la fortuna del propietario, sino que tenía por base fija y visible un catastro cuidadosamente hecho, que se renovaba cada treinta años y en el cual las tierras estaban divididas en tres clases según su fertilidad”[5].


  Es entonces la Talla el origen del impuesto a la propiedad inmobiliaria que conocemos en nuestros días. El impuesto predial ejidal, es uno de ellos.


  Capítulo 2


  PRINCIPIOS TEÓRICOS DE LOS IMPUESTOS


  Existen varios autores que han establecido algunos de los principios teóricos de los impuestos, como, Adolfo Wagner y Harold M. Sommers, sin embargo para este libro haremos referencia a los del pensador inglés Adam Smith.


  Smith[6] en su obra dedicó el libro V a los impuestos donde estableció los cuatro principios básicos de los mismos: de justicia, de certidumbre, de comodidad y de economía. Estos son los principios teóricos que rigen a los impuestos, empero que con la debida adaptación a los tiempos actuales.


  Principio de Igualdad o Proporcionalidad


  “Los vasallos de cualquier Estado, deben contribuir al sostenimiento del Gobierno a proporción de sus respectivas facultades, en cuanto sea posible esta regulación, esto es, a proporción de las rentas o haberes de que gozan bajo la protección de aquel Estado… En la observancia o en la omisión de esta máxima consiste lo que llamamos igualdad o desigualdad de imposición. Es necesario tener presente, para todo género de contribución, que cualquier tributo que viene finalmente a pagarse por una sola de aquellas tres fuentes originarias de toda renta (ganancia, salarios y renta) de que hemos hablado más arriba, es esencialmente desigual en toda aquella parte que deja de obrar sobre las otras dos. En la investigación que acometemos de las diferentes contribuciones, rara vez haremos mención más extensa sobre esta especie de desigualdad, y en la mayoría de los casos ceñiremos nuestras observaciones a aquella que particularmente ocasione el impuesto determinado de que se trate y recaiga en forma desigual sobre aquella renta privada que reciba su inmediata influencia”[7].


  Esto, en la actualidad, podemos entenderlo, como la obligación de los ciudadanos o habitantes de un país a pagar impuestos para el sostenimiento del Estado de una manera proporcional y equitativa. Es decir, deben hacerlo en la misma proporción en que sea su riqueza, ya sea en ingresos o en rentas y ante una misma contribución todos deben de ser tratados con los mismos criterios: misma base, tasa, exención, etc., para el caso del impuesto predial ejidal, estos principios están establecidos en la Constitución Política de la República en su Artículo 31 Fracción IV.


  Principio de Certidumbre o Certeza


  “El tributo que cada individuo está obligado a pagar debe ser cierto y determinado, y en modo alguno arbitrario. El tiempo de su cobro, la forma de pago, la cantidad que deba satisfacerse, todo ha de ser claro, llano e inteligible para el contribuyente y para cualquier otra persona. Porque donde se verifique lo contrario, estará cada vasallo, que contribuye más o menos, bajo el poder no del Gobierno, sino del recaudador de tributos, quien puede muy bien, con esta libertad, agravar el impuesto sobre cualquier contribuyente que no se atreva a reclamar, o sacar, a impulsos del terror de semejantes gravámenes, regalos, presentes o gratificaciones inicuas para él. La certidumbre de la contribución es ocasión para la insolencia, favoreciendo las astucias de algunos de los empleados en aquellos destinos, quienes suelen ser cuando menos desatentos e intratables. La certeza de lo que cada individuo debe pagar es materia de tanta importancia, que una desigualdad considerable en el modo de contribuir no acarrea, según han experimentado todas las naciones, un mal tan grande como las más leve incertidumbre en la cuantía del tributo[8]”.


  Esto significa que la Ley Fiscal respectiva del impuesto debe ser redactada con toda claridad, de manera comprensible para todos, sin contener fórmulas ambiguas. Donde se establezcan con claridad los elementos del impuesto talles como: sujeto pasivo, objeto, tasa, cuota o tarifa, base gravable, fecha de pago, sanciones aplicables, exenciones, etc. También los contribuyentes deben contar con los medios suficientes para conocer con facilidad las leyes, reglamentos o cualquier disposición relacionada con los impuestos y las leyes fiscales deben de ser publicadas no solamente en los medios que la Ley señala sino que también en aquellos que faciliten su divulgación para que los afectados las conozcan de manera inmediata.


  Principio de Comodidad del pago


  “Todo tributo o impuesto debe exigirse en el tiempo y modo que sea más cómodo y conveniente a las circunstancias del contribuyente. Un impuesto sobre la renta de la tierra de las casas, pagadero al mismo tiempo en que el dueño las devenga, es exigido con oportunidad ya que regularmente debe creerse que tiene entonces de dónde pagar. Los derechos cargados sobre los géneros de consumo, siendo artículos de mero lujo, vienen por último a pagarse por el consumidor, y generalmente del modo menos gravoso que puede ser para él. Los paga, en efecto, poco a poco, a medida que va necesitando de aquellos géneros, y como tiene también la libertad de comprarlos o no, según le parezca, será culpa suya si al tiempo de pagarlos sufre alguna incomodidad[9]”.


  Este principio atienda al hecho de que el contribuyente debe contar con todas las facilidades posibles para un práctico y fácil pago de sus impuestos, como las fechas y plazos para pagarlos, desde el lugar donde se liquida hasta la forma de pago. Lo anterior redunda en una menor evasión y como consecuencia en una mayor recaudación para el Estado.


  Principio de Economía o Eficiencia


  “Toda contribución debe disponerse de tal suerte que del poder de los particulares se saque lo menos posible sobre aquello, o más de aquello, que entra efectivamente en el Tesoro Público del Estado[10]”.


  De lo anterior se infiere que la diferencia entre el monto recaudado con los costos de operación de la misma, resulte lo mas grande posible. En otras palabras, el estado debe gastar lo menos posible en el proceso de administración del impuesto, para hacerlo así más redituable y contar con mayores recursos para su aplicación en acciones de gobierno.


  Capítulo 3


  DEFINICIONES


  Impuesto


  Existen infinidad de definiciones del término impuesto, para efectos ilustrativos sólo referiremos algunas de ellas citadas a su vez por Flores Zavala[11]:


  Eheberg: “Los impuestos son prestaciones, hoy por lo regular en dinero, al Estado y demás entidades de derecho público, que las mismas reclaman, en virtud de su poder coactivo, en forma y cuantía determinadas unilateralmente y sin contraprestación especial con el fin de satisfacer las necesidades colectivas”


  Nitti: “El impuesto es una cuota, parte de su riqueza, que los ciudadanos dan obligatoriamente al estado y a los entes locales de derecho administrativo para ponerlos en condiciones de proveer a la satisfacción de las necesidades colectivas. Su carácter es coactivo y su producto se destina a la realización de servicios públicos de utilidad general y de naturaleza indivisible”


  José Álvarez de Cienfuegos: “El impuesto es la parte de renta nacional que el Estado se apropia para aplicarla a la satisfacción de las necesidades públicas, distrayéndola de las partes alícuotas de aquella renta propiedad de las economías privadas y sin ofrecer a éstas compensación alguna específica y recíproca de su parte”


  Luigi Cossa: “El impuesto es una parte proporcional de la riqueza de los particulares deducido por la autoridad pública a fin de proveer a aquella parte de los gastos de utilidad general que no cubren las rentas patrimoniales”


  El Diccionario Jurídico Mexicano[12] lo define como “El impuesto es la obligación coactiva y sin contraprestación de efectuar una transmisión de valores económicos (casi siempre en dinero) a favor del Estado y de las entidades autorizadas jurídicamente para recibirlos, por un sujeto económico, con fundamento en una ley, siendo fijadas las condiciones de la prestación en forma autoritaria y unilateral por el sujeto activo de la obligación tributaria”. “El único sujeto activo es el Estado, porque tiene el poder fiscal derivado de su poder soberano. Por lo tanto sólo el Estado y los entes menores subrogados a él, como los Estados y los Municipios, pueden exigir el cumplimiento de determinadas obligaciones tributarias.


  En fin, son muchas las definiciones pero la mayoría coinciden en cuanto a su interpretación.


  Pero ahora pasaremos a la definición legal de dicho concepto. El Código Fiscal de la Federación[13] en su Artículo 2° Fracción I establece que: “Los impuestos son las contribuciones establecidas en ley que deben pagar las personas físicas y morales que se encuentran en la situación jurídica o de hecho prevista por la misma y que sean distintas de las señaladas en las fracciones II, III y IV de este artículo”. Las fracciones II, III y IV definen los conceptos de aportaciones de seguridad social, contribuciones de mejoras y derechos, respectivamente.


  A nivel Estatal el Código Fiscal del Estado de Sonora[14] en su Artículo 3° lo define como:


  “Son impuestos las prestaciones que fija la ley con carácter obligatorio a las personas que coincidan con el hecho generador del crédito fiscal, para cubrir el gasto público”


  Por otra parte Rodríguez Lobato[15] no está de acuerdo con la definición del Código Fiscal Federal porque considera no es tal puesto que no fija con precisión la naturaleza del término y tal especificación es común a todos los tributos y a su vez citando a De la Garza[16] quien considera que esa definición es residual, es decir, que se obtiene por eliminación, pues será impuesto la contribución que no sea aportación de seguridad social, contribución de mejoras o derechos.


  Finalmente Rodríguez Lobato aporta la definición de De la Garza, siendo esta la siguiente:


  “El impuesto es una prestación tributaria obligatoria ex lege, cuyo presupuesto de hecho no es una actividad del Estado referida al obligado y destinada a cubrir los gastos públicos”.


  Mientras tanto Rodríguez Lobato hace su propia precisión:


  “El impuesto es la prestación en dinero o en especie que establece el Estado conforme a la Ley, con carácter obligatorio, a cargo de personas físicas y morales para cubrir el gasto público y sin que haya para ellas contraprestación o beneficio especial, directo o inmediato”


  Impuesto Predial


  Según el Diccionario Jurídico Mexicano[17] la definición del impuesto predial es la siguiente: “Es el gravamen que recae sobre la propiedad o posesión de los bienes inmuebles.”


  Por otra parte, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos[18], establece:


  Artículo 31.– Son obligaciones de los mexicanos:


  IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la federación, como del Distrito Federal o del Estado y Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes.


  El anterior precepto Constitucional nos señala los dos principios básicos de toda imposición fiscal, los cuáles son:


  a) Generar ingresos para solventar el gasto público


  b) Que sean proporcionales y equitativos.


  De ahí que la definición genérica de impuesto predial sea:


  “Es el gravamen que recae sobre la propiedad o posesión de los bienes inmuebles, que debe ser cobrado en estricta conformidad con los principios de beneficio, proporcionalidad, equidad y eficiencia[19]”.


  Ejido


  Según Morett S.[20] el Ejido tiene su origen en las formas de propiedad comunal de las tierras de los pueblos mesoamericanos, antes de la llegada de los españoles. Los aztecas tenían varias modalidades de tenencia de la tierra; como el calpulli que tiene semejanza con el ejido actual. El calpulli eran tierras de las que disponían los campesinos aztecas donde vivían los grupos familiares llamados clanes. Estas tierras eran de carácter comunal y administradas por un consejo de ancianos, se dividían por familias en usufructo para que cada una de ellas las trabajara de manera independiente. El usufructo era hereditario y se perdía si durante dos ciclos agrícolas seguidos, una familia no trabajaba la tierra.


  Durante la conquista española se dan una serie de disposiciones legales encaminadas a proteger las formas comunales de propiedad de los indígenas buscando adaptarlas a los sistemas españoles de tenencia de la tierra y propósitos fiscales. Al fundar los pueblos, las autoridades virreinales dispusieron que los fueran dotados de un fundo legal que era donde se establecía la zona urbana y consistente en un terreno de quinientos metros a la redonda partiendo de la puerta de la iglesia y de un ejido , que eran tierras de labor con una extensión mínima de una legua (4200 m) cuadrada. Esa tierra era inalienable y era administrada por un consejo del pueblo. Este tipo de propiedad era muy parecida al calpulli mencionado con anterioridad. La palabra ejido proviene del español antiguo exidus que a su vez proviene del latín exitus que significa salida y se refiere a las tierras de uso colectivo que existían en las comunidades campesinas de la península ibérica y que estaban localizadas en las salidas de los pueblos y que eran utilizadas para que los miembros de la comunidad pudieran llevar a pastar su ganado, recoger leña, cortar madera, recolectar plantas y frutos, cazar, pescar, etc.[21]


  La Ley Agraria[22] en su Artículo 9° establece lo siguiente:


  Los núcleos de población ejidales o ejidos tienen personalidad jurídica y patrimonio propio y son propietarios de las tierras que les han sido dotadas o de las que hubieren adquirido por cualquier otro título.


  A su vez, el propio Ruz Ávila[23] define al ejido como:


  “Son órganos con personalidad jurídica y patrimonio propio y son propietarios de las tierras que les han sido dotadas o de las que hubieren adquirido por cualquier otro título.”


  El Diccionario Jurídico Mexicano[24] define al ejido como:


  “El ejido de las leyes novo hispanas equivale a tierra común de una población determinada, que no admite labranza ni cultivo y que sirve para pastos, así como para lugar de esparcimiento, formación de eras y otras actividades de dicha población. Se trata de tierras próximas al casco urbano o caserío, cuya extensión fue variando según las épocas.


  Los tratadistas definen dos etapas en la evolución del concepto del ejido: la tradicional proveniente de la legislación indiana de quienes ven antecedentes del ejido en la figura del calpulli o chimancalli. y la posterior a la Constitución de 1917 precedida por la Ley del 6 de enero de 1915.”.


  María Inés Aragón Salcido[25] citando a Wistano Luis Orozco quien define al ejido como: “… es toda extensión de tierras concedida a los pueblos, villas y ciudades de la colonia, (…) para uso común y gratuito de sus habitantes y cuya extensión no esté ocupada por casas o por los edificios públicos de las poblaciones[26]”.


  Comunidad


  Es una forma jurídica de tenencia de la tierra, desprendida del Artículo 98 de la Ley Agraria y que se deriva de los siguientes procedimientos:


  I. Una acción agraria de restitución para las comunidades despojadas de su propiedad;


  II. Un acto de jurisdicción voluntaria promovido por quienes guardan el estado comunal cuando no exista litigio en materia de posesión y propiedad comunal;


  III. La resolución de un juicio promovido por quienes conserven el estado comunal cuando exista litigio u oposición de parte interesada respecto a la solicitud del núcleo; o


  IV. El procedimiento de conversión de ejido a comunidad.


  De estos procedimientos se derivará el registro correspondiente en los registros Públicos de la Propiedad y Agrario


  Impuesto Predial Ejidal


  Ante la inexistencia de una definición teórica de este tributo, sobre la base de las definiciones que ya hicimos de impuesto, impuesto predial en general, el ejido y la comunidad y en base al marco jurídico existente en la materia, trataremos entonces de crear nuestra propia conclusión de Impuesto Predial Ejidal:


  “Es el gravamen que recae sobre la propiedad o posesión de las tierras ejidales o comunales utilizadas para la producción agropecuaria, que debe ser cobrado en estricta conformidad con los principios de beneficio, proporcionalidad, equidad y eficiencia”.


  Sujeto


  La obligación es un lazo o vínculo jurídico entre los sujetos de la misma, por la cual el acreedor tiene derecho a determinada conducta que el deudor debe realizar. El primer elemento de la obligación son los sujetos: sujeto activo o acreedor (creditor), que tiene derecho a la conducta del sujeto pasivo o deudor (debitor) quien tiene el deber jurídico de cumplir con ella[27].


  En el caso de los impuestos, existe solamente un sujeto activo de dicha obligación, y es solamente El Estado, quien como ente soberano, está investido de potestad tributaria que es uno de los atributos de esa soberanía. En los Estados organizados políticamente como federaciones ; como es el caso de México, las entidades federativas también poseen esa soberanía en su régimen interior y la ejercen con plena independencia del poder central, con las limitaciones impuestas por la Constitución Federal, y en este caso la ejercen en el ámbito de la potestad tributaria. [28]


  El sujeto pasivo de la obligación fiscal es la persona (física o moral ) que conforme a la Ley, debe satisfacer una prestación determinada a favor del fisco, ya sea propia o de un tercero o bien se trate de una obligación fiscal sustantiva o formal[29].


  Los sujetos pasivos se clasifican en diferentes formas, así es como existen los sujetos pasivos directos, están también los sujetos pasivos por deuda ajena, con responsabilidad solidaria, que son personas a quienes la Ley impone ciertas obligaciones de carácter formal y que no fueron cumplidas, lo que trae como consecuencia un perjuicio al fisco, lo cual los hace corresponsales del pago del impuesto[30].


  En pocas palabras, el sujeto pasivo es el que según la Ley debe pagar el impuesto.


  En nuestro caso los sujetos pasivos directos del impuesto predial ejidal son: los establecidos en los Artículos 7 y 8 de la Ley de Hacienda del Estado.


  Los sujetos pasivos con responsabilidad solidaria, se definen como: “la persona física o moral, nacional o extranjera, que


  en virtud de haber establecido una determinada relación de tipo jurídico con el sujeto pasivo obligado directo, por disposición expresa de la Ley tributaria aplicable, adquiere concomitantemente con dicho obligado directo y a elección del Fisco, la obligación de cubrir un tributo originalmente a cargo del propio contribuyente directo[31].


  En el caso de nuestro estudio, los sujetos responsables solidarios están establecidos en el Artículo 8 de la Ley de Hacienda del Estado de Sonora.


  Objeto


  Otro de los elementos de la obligación es el objeto. Se define como la realidad económica sujeta a la imposición.


  Algunas veces el término es confundido con el fin que se le da al tributo, pero en realidad se refiere a lo que grava la ley tributaria y no al fin que se busca con la imposición[32]. Por otra parte Flores Zavala lo define como “es la situación que la Ley señala como generadora del crédito fiscal”[33].


  Sigue diciendo Flores Zavala que Wagner define objeto como “la circunstancia en razón de la cual ha lugar al pago del impuesto que determina el deber real de satisfacción. El objeto puede ser una cosa mueble o inmueble, un acto, un documento, o una persona.


  El objeto del impuesto predial ejidal es la propiedad o posesión de predios ejidales o comunales aprovechados para la producción agropecuaria, silvícola o acuícola[34].


  Base


  Es la cuantía sobre la que se determina el impuesto a cargo de un sujeto[35].


  La base es el monto en valor del objeto sobre el cual se calcula el monto del impuesto al aplicarle una tasa.


  Para nuestro caso la base para el cálculo del impuesto predial ejidal, está determinada en el Artículo 9° de la Ley de Hacienda del Estado de Sonora.


  Tasa


  Es un porcentaje que se establece para aplicárselo a la base del impuesto y obtener la cantidad líquida que constituye el Crédito fiscal a cargo del contribuyente[36].


  La tasa para el cálculo del impuesto predial en Sonora está establecida en el Artículo 10° de la Ley de Hacienda del Estado.


  Período de pago


  Es el plazo o momento establecido por la Ley para que se satisfaga la obligación el cual se debe establecer no sólo en razón de comodidad del causante, sino también en atención al momento en que mejor control pueda tener la hacienda pública del propio causante[37].


  Es el elemento temporal en que debe materializarse la obligación tributaria y cuyo vencimiento hace exigible la prestación tributaria[38].


  El período de pago para el impuesto predial ejidal es al momento de realizarse la venta de la producción o veinte días después de realizada la cosecha de la misma[39].


  Propiedad


  Del latín propietastis. Dominio que se ejerce sobre la cosa poseída. Cosa que es objeto de dominio[40].


  Según Rojina Villegas “El poder que una persona ejerce en forma directa e inmediata sobre una cosa para aprovecharla totalmente en sentido jurídico, siendo oponible este poder a un sujeto pasivo universal por virtud de una relación que se origina entre el titular y dicho sujeto”[41].


  La propiedad es el derecho de obtener de un objeto toda la satisfacción que éste pueda proporcionar[42].


  Es el derecho de propiedad el derecho real por excelencia, el mas importante de esta clase de derechos, por ser el mas extenso en cuanto a su contenido y también porque es el derecho real originario y conceptualmente fundante de los otros derechos que autorizan a actuar sobre las cosas, puesto que todos ellos suponen la existencia previa de la propiedad para poder efectuarse[43].


  Según el Artículo 9 de la Ley Agraria, los ejidatarios son propietarios de las tierras que les han sido dotadas.


  Esta misma Ley establece que en el ejido hay dos regímenes de propiedad: la colectiva ejidal y la individual. La propiedad colectiva ejidal es aquella que se ejerce por todo el grupo sobre los bienes propiedad del ejido. Tal es el caso de las tierras de uso común, que son aquellas que no fueron destinadas para el asentamiento del núcleo de población y no son tierras parceladas[44].


  La propiedad individual se ejerce sobre las parcelas producto del repartimiento de las tierras para su explotación individual y que queda acreditada por la expedición del certificado de derechos agrarios[45].


  Posesión


  Del latín: possessio-onis; del verbo possum, potes, posse, potui: poder; para otros autores, del verbo sedere y del prefijo pos: sentarse con fuerza[46].


  El poder de hecho que una persona ejerce sobre una cosa, con la intención de retenerla y disponer de ella como si fuera su propietario[47].


  Existen muchas definiciones de posesión pero solo estableceremos algunas de ellas, extraídas del Diccionario Jurídico Mexicano, a continuación citaremos algunas:


  Foignet: Poder físico que se ejerce sobre una cosa, con intención de portarse como verdadero propietario de ella.


  Planiol: Estado de hecho que consiste en retener una cosa en forma exclusiva, llevando a cabo sobre ella los mismos actos materiales de uso y de goce que si, fuera el propietario de la misma.


  Rojina Villegas: Poder físico que se ejerce en forma directa y exclusiva sobre una cosa para su aprovechamiento total o parcial o para su custodia, como consecuencia del goce efectivo de un derecho real o personal o de una situación contraria a derecho.


  Existen diferentes clases de posesión; La justa cuando se adquiere sin perjudicar a otro poseedor, es decir, que se adquiere sin vicios, llamada también posesión sin vicios.


  Cuando al adquirirla se le causa un daño a otro poseedor o se adquiere violentamente o clandestinamente o cuando quien la tenía se negaba a entregarla, se le llama posesión viciosa.


  La posesión también puede ser de buena fe, cuando el poseedor cree tener derecho a poseerla y de mala fe cuando sabe que no lo tiene y la posee, como es el caso de un ladrón.


  El poseedor de buena fe puede convertirse en propietario con el transcurso del tiempo y es dueño de sus frutos hasta que el verdadero dueño le reclame la cosa poseída, pero tiene derecho a que le sean restituidos los gastos que hubiera hecho para la conservación del objeto de la posesión.


  Hasta antes de 1992 cuando reformaron el Artículo 27 de la Constitución y se promulgo la Ley Agraria, los ejidos mantenían solo la posesión de las tierras que el gobierno les había dado. Hoy en día son propietarios de las mismas.


  Capítulo 4


  MARCO JURÍDICO FEDERAL


  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos[48]


  La Constitución es la ley suprema de nuestro país, en lo que respecta al impuesto predial ejidal, en su Artículo 27 la Carta magna reconoce la existencia de los ejidos y comunidades y establece las normas que deberán regir en su vida interna.


  En el Artículo 31, la Constitución establece la obligatoriedad que tienen los ciudadanos mexicanos de pagar los impuestos. Y en el Artículo 36 establece la obligatoriedad de estar inscritos en el inventario de ciudadanos respectivo para efecto de estar registrado para el control del pago de los impuestos, entre otras cosas, los textos de los artículos invocados se citan a continuación:


  Artículo 27.- VII.- Se reconoce la personalidad jurídica de los núcleos de población ejidales y comunales y se protege su propiedad sobre la tierra, tanto para el asentamiento humano como para actividades productivas.


  La ley protegerá la integridad de las tierras de los grupos indígenas.


  La ley, considerando el respeto y fortalecimiento de la vida comunitaria de los ejidos y comunidades, protegerá la tierra para el asentamiento humano y regulará el aprovechamiento de tierras, bosques y aguas de uso común y la provisión de acciones de fomento necesarias para elevar el nivel de vida de sus pobladores.


  La ley, con respeto a la voluntad de los ejidatarios y comuneros para adoptar las condiciones que más les convengan en el aprovechamiento de sus recursos productivos, regulará el ejercicio de los derechos de los comuneros sobre la tierra y de cada ejidatario sobre su parcela. Asimismo establecerá los procedimientos por los cuales ejidatarios y comuneros podrán asociarse entre sí, con el Estado o con terceros y otorgar el uso de sus tierras; y, tratándose de ejidatarios, transmitir sus derechos parcelarios entre los miembros del núcleo de población; igualmente fijará los requisitos y procedimientos conforme a los cuales la asamblea ejidal otorgará al ejidatario el dominio sobre su parcela. En caso de enajenación de parcelas se respetará el derecho de preferencia que prevea la ley.


  Dentro de un mismo núcleo de población, ningún ejidatario podrá ser titular de más tierra que la equivalente al 5% del total de las tierras ejidales. En todo caso, la titularidad de tierras en favor de un solo ejidatario deberá ajustarse a los límites señalados en la fracción XV.


  La asamblea general es el órgano supremo del núcleo de población ejidal o comunal, con la organización y funciones que la ley señale. El comisariado ejidal o de bienes comunales, electo democráticamente en los términos de la ley, es el órgano de representación del núcleo y el responsable de ejecutar las resoluciones de la asamblea.


  La restitución de tierras, bosques y aguas a los núcleos de población se hará en los términos de la ley reglamentaria;


  Artículo 31.- Son obligaciones de los mexicanos:


  IV.- Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como del Distrito Federal o del Estado y Municipio en que residan, de la manera proporcional y


  I.- Inscribirse en el catastro de la municipalidad, manifestando la propiedad que el mismo ciudadano tenga, la industria, profesión o trabajo de que subsista; así como también inscribirse en el Registro Nacional de Ciudadanos, en los términos que determinen las leyes.


  Ley Agraria[49]


  Es la Ley reglamentaria que se desprende del Artículo 27 de la Constitución y en su Título Tercero norma la vida interna de los ejidos y las comunidades:


  Titulo Tercero


  De los Ejidos y Comunidades


  De los ejidos


  Artículo 9.- Los núcleos de población ejidales o ejidos tienen personalidad jurídica y patrimonio propio y son propietarios de las tierras que les han sido dotadas o de las que hubieren adquirido por cualquier otro título.


  Artículo 10.- Los ejidos operan de acuerdo con su reglamento interno, sin más limitaciones en sus actividades que las que dispone la ley. Su reglamento se inscribirá en el Registro Agrario Nacional, y deberá contener las bases generales para la organización económica y social del ejido que se adopten libremente, los requisitos para admitir nuevos ejidatarios, las reglas para el aprovechamiento de las tierras de uso común, así como las demás disposiciones que conforme a esta ley deban ser incluidas en el reglamento y las demás que cada ejido considere pertinentes.


  Artículo 11.-La explotación colectiva de las tierras ejidales puede ser adoptada por un ejido cuando su asamblea así lo resuelva, en cuyo caso deberán establecerse previamente las disposiciones relativas a la forma de organizar el trabajo y la explotación de los recursos del ejido, así como los mecanismos para el reparto equitativo de los beneficios, la constitución de reservas de capital, de previsión social o de servicios y las que integren los fondos comunes.


  Los ejidos colectivos ya constituidos como tales o que adopten la explotación colectiva podrán modificar o concluir el régimen colectivo mediante resolución de la asamblea, en los términos del artículo 23 de esta ley.


  De las tierras ejidales


  Artículo 43.-Son tierras ejidales y por tanto están sujetas a las disposiciones relativas de esta ley las que han sido dotadas al núcleo de población ejidal o incorporadas al régimen ejidal.


  Artículo 44.- Para efectos de esta ley las tierras ejidales, por su destino, se dividen en:


  I. Tierras para el asentamiento humano;


  II. Tierras de uso común; y


  III. Tierras parceladas.


  Artículo 45.- Las tierras ejidales podrán ser objeto de cualquier contrato de asociación o aprovechamiento celebrado por el núcleo de población ejidal, o por los ejidatarios titulares, según se trate de tierras de uso común o parceladas, respectivamente. Los contratos que impliquen el uso de tierras ejidales por terceros tendrán una duración acorde al proyecto productivo correspondiente, no mayor a treinta años, prorrogables.


  De las Tierras del Asentamiento Humano


  Artículo 63.- Las tierras destinadas al asentamiento humano integran el área necesaria para el desarrollo de la vida comunitaria del ejido, que está compuesta por los terrenos en que se ubique la zona de urbanización y su fundo legal. Se dará la misma protección a la parcela escolar, la unidad agrícola industrial de la mujer, la unidad productiva para el desarrollo integral de la juventud y a las demás áreas reservadas para el asentamiento.


  Artículo 64.- Las tierras ejidales destinadas por la asamblea al asentamiento humano conforman el área irreductible del ejido y son inalienables, imprescriptibles e inembargables, salvo lo previsto en el último párrafo de este artículo. Cualquier acto que tenga por objeto enajenar, prescribir o embargar dichas tierras será nulo de pleno derecho.


  Las autoridades federales, estatales y municipales y en especial, la Procuraduría Agraria, vigilarán que en todo momento quede protegido el fundo legal del ejido.


  A los solares de la zona de urbanización del ejido no les es aplicable lo dispuesto en este artículo.


  El núcleo de población podrá aportar tierras del asentamiento al municipio o entidad correspondiente para dedicarlas a los servicios públicos, con la intervención de la Procuraduría Agraria, la cual se cerciorará de que efectivamente dichas tierras sean destinadas a tal fin.


  Artículo 65.- Cuando el poblado ejidal esté asentado en tierras ejidales, la asamblea podrá resolver que se delimite la zona de urbanización en la forma que resulte más conveniente, respetando la normatividad aplicable y los derechos parcelarios. Igualmente, la asamblea podrá resolver que se delimite la reserva de crecimiento del poblado, conforme a las leyes de la materia.


  Artículo 66.- Para la localización, deslinde y fraccionamiento de la zona de urbanización y su reserva de crecimiento, se requerirá la intervención de las autoridades municipales correspondientes y se observarán las normas técnicas que emita la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología.


  Artículo 67.- Cuando la asamblea constituya la zona de urbanización y su reserva de crecimiento, separará las superficies necesarias para los servicios públicos de la comunidad.


  Artículo 68.- Los solares serán de propiedad plena de sus titulares. Todo ejidatario tendrá derecho a recibir gratuitamente un solar al constituirse, cuando ello sea posible, la zona de urbanización. La extensión del solar se determinará por la asamblea, con la participación del municipio correspondiente, de conformidad con las leyes aplicables en materia de fraccionamientos y atendiendo a las características, usos y costumbres de cada región.


  La asamblea hará la asignación de solares a los ejidatarios, determinando en forma equitativa la superficie que corresponda a cada uno de ellos. Esta asignación se hará en presencia de un representante de la Procuraduría Agraria y de acuerdo con los solares que resulten del plano aprobado por la misma asamblea e inscrito en el Registro Agrario Nacional. El acta respectiva se inscribirá en dicho Registro y los certificados que éste expida de cada solar constituirán los títulos oficiales correspondientes.


  Una vez satisfechas las necesidades de los ejidatarios, los solares excedentes podrán ser arrendados o enajenados por el núcleo de población ejidal a personas que deseen avecindarse.


  Cuando se trate de ejidos en los que ya esté constituida la zona de urbanización y los solares ya hubieren sido asignados, los títulos se expedirán en favor de sus legítimos poseedores.


  Artículo 69.- La propiedad de los solares se acreditará con el documento señalado en el artículo anterior y los actos jurídicos subsecuentes serán regulados por el derecho común. Para estos efectos los títulos se inscribirán en el Registro Público de la Propiedad de la entidad correspondiente.


  De las Tierras de Uso Común


  Artículo 73.- Las tierras ejidales de uso común constituyen el sustento económico de la vida en comunidad del ejido y están conformadas por aquellas tierras que no hubieren sido especialmente reservadas por la asamblea para el asentamiento del núcleo de población, ni sean tierras parceladas.


  Artículo 74.- La propiedad de las tierras de uso común es inalienable, imprescriptible e inembargable, salvo los casos previstos en el artículo 75 de esta ley.


  El reglamento interno regulará el uso, aprovechamiento, acceso y conservación de las tierras de uso común del ejido, incluyendo los derechos y obligaciones de ejidatarios y avecindados respecto de dichas tierras.


  Los derechos sobre las tierras de uso común se acreditan con el certificado a que se refiere el artículo 56 de esta ley.


  De las Tierras Parceladas


  Artículo 76.- Corresponde a los ejidatarios el derecho de aprovechamiento, uso y usufructo de sus parcelas.


  Artículo 77.- En ningún caso la asamblea ni el comisariado ejidal podrán usar, disponer o determinar la explotación colectiva de las tierras parceladas del ejido sin el previo consentimiento por escrito de sus titulares.


  Artículo 78.- Los derechos de los ejidatarios sobre sus parcelas se acreditarán con sus correspondientes certificados de derechos agrarios o certificados parcelarios, los cuales ostentarán los datos básicos de identificación de la parcela. Los certificados parcelarios serán expedidos de conformidad con lo dispuesto por el artículo 56 de esta ley.


  En su caso, la resolución correspondiente del tribunal agrario hará las veces de certificado para los efectos de esta ley.


  Artículo 79.- El ejidatario puede aprovechar su parcela directamente o conceder a otros ejidatarios o terceros su uso o usufructo, mediante aparcería, mediería, asociación, arrendamiento o cualquier otro acto jurídico no prohibido por la ley, sin necesidad de autorización de la asamblea o de cualquier autoridad. Asimismo podrá aportar sus derechos de usufructo a la formación de sociedades tanto mercantiles como civiles.


  Artículo 80.- Los ejidatarios podrán enajenar sus derechos parcelarios a otros ejidatarios o avecindados del mismo núcleo de población.


  Para la validez de la enajenación a que se refiere este artículo bastará la conformidad por escrito de las partes ante dos testigos y la notificación que se haga al Registro Agrario Nacional, el que deberá expedir sin demora los nuevos certificados parcelarios. Por su parte el comisariado ejidal deberá realizar la inscripción correspondiente en el libro respectivo.


  El cónyuge y los hijos del enajenante, en ese orden, gozarán del derecho del tanto, el cual deberán ejercer dentro de un término de treinta días naturales contados a partir de la notificación, a cuyo vencimiento caducará tal derecho. Si no se hiciere la notificación, la venta podrá ser anulada.


  Artículo 81.- Cuando la mayor parte de las parcelas de un ejido hayan sido delimitadas y asignadas a los ejidatarios en los términos del artículo 56, la asamblea, con las formalidades previstas a tal efecto por los artículos 24 a 28 y 31 de esta ley, podrá resolver que los ejidatarios puedan a su vez adoptar el dominio pleno sobre dichas parcelas, cumpliendo lo previsto por esta ley.


  Artículo 82.- Una vez que la asamblea hubiere adoptado la resolución prevista en el artículo anterior, los ejidatarios interesados podrán, en el momento que lo estimen pertinente, asumir el dominio pleno sobre sus parcelas, en cuyo caso solicitarán al Registro Agrario Nacional que las tierras de que se trate sean dadas de baja de dicho Registro, el cual expedirá el título de propiedad respectivo, que será inscrito en el Registro Público de la Propiedad correspondiente a la localidad.


  A partir de la cancelación de la inscripción correspondiente en el Registro Agrario Nacional, las tierras dejarán de ser ejidales y quedarán sujetas a las disposiciones del derecho común.


  Artículo 83.- La adopción del dominio pleno sobre las parcelas ejidales no implica cambio alguno en la naturaleza jurídica de las demás tierras ejidales, ni significa que se altere el régimen legal, estatutario o de organización del ejido.


  La enajenación a terceros no ejidatarios tampoco implica que el enajenante pierda su calidad de ejidatario, a menos que no conserve derechos sobre otra parcela ejidal o sobre tierras de uso común, en cuyo caso el comisariado ejidal deberá notificar la separación del ejidatario al Registro Agrario Nacional, el cual efectuará las cancelaciones correspondientes.


  De las comunidades


  Artículo 98.- El reconocimiento como comunidad a los núcleos agrarios deriva de los siguientes procedimientos:


  I. Una acción agraria de restitución para las comunidades despojadas de su propiedad;


  II. Un acto de jurisdicción voluntaria promovido por quienes guardan el estado comunal cuando no exista litigio en materia de posesión y propiedad comunal;


  III. La resolución de un juicio promovido por quienes conserven el estado comunal cuando exista litigio u oposición de parte interesada respecto a la solicitud del núcleo; o


  IV. El procedimiento de conversión de ejido a comunidad.


  De estos procedimientos se derivará el registro correspondiente en los registros Públicos de la Propiedad y Agrario Nacional.


  Artículo 99.- Los efectos jurídicos del reconocimiento de la comunidad son:


  I. La personalidad jurídica del núcleo de población y su propiedad sobre la tierra;


  II. La existencia del Comisariado de Bienes Comunales como órgano de representación y gestión administrativa de la asamblea de comuneros en los términos que establezca el estatuto comunal y la costumbre;


  III. La protección especial a las tierras comunales que las hace inalienables, imprescriptibles e inembargables, salvo que se aporten a una sociedad en los términos del artículo 100 de esta ley; y


  IV. Los derechos y las obligaciones de los comuneros conforme a la ley y el estatuto comunal.


  Capítulo 5


  MARCO JURÍDICO ESTATAL


  Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Sonora[50]


  La Constitución estatal establece la obligatoriedad de los ciudadanos sonorenses, de pagar los impuestos y de inscribirse en los registros respectivos para tal efecto.


  Además establece las facultades del Congreso para aprobar las cuentas las Leyes de Ingresos estatales; que es donde se definen los montos presupuestados para recaudar el impuesto predial ejidal y la Ley de Hacienda del estado , donde se asientan las tasas aplicables a dicho impuesto. Además define las normas de cómo ha de regirse la hacienda del estado.


  Articulo 12.- Son obligaciones de los sonorenses:


  IV.- Contribuir para los gastos públicos del Estado y municipios en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes.


  VIII.- Inscribirse de acuerdo con las leyes relativas en el Registro Estatal de Electores y Catastro del Municipio donde residan.


  Articulo 64.- El Congreso tendrá facultades:


  XXII. Para discutir, modificar, aprobar o reprobar el Presupuesto de Ingresos que le presente el Ejecutivo.


  Articulo 79.- Son facultades y obligaciones del Gobernador:


  VI. Presentar cada año ante el Congreso, durante las segunda quincena del mes de noviembre, los Proyectos de Presupuesto de Ingresos y Egresos del Estado, que deberán regir en el año fiscal inmediato siguiente; y, en la primera quincena del segundo periodo de sesiones ordinarias, la Cuenta de Gastos del año anterior.


  XVIII. Representar a la Hacienda Pública, pudiendo, en los casos que lo estime conveniente, delegar esa representación.


  Hacienda Del Estado


  Articulo 83.- La Hacienda del Estado se constituirá por las contribuciones que decrete el Congreso y los demás ingresos que determinen las leyes fiscales; los bienes que correspondan al Estado como persona civil; los edificios públicos del mismo; los créditos que tenga a su favor; sus propias rentas, y las herencias vacantes.


  Articulo 84.- Los ingresos no tendrán otro objeto que cubrir los gastos decretados por el Congreso, y las contribuciones se establecerán sólo en los casos estrictamente necesarios para que, unidas a las demás fuentes de ingresos, cubran dichos gastos.


  Articulo 85.- El Estado, para la recaudación de las contribuciones y para efectuar el pago de los gastos, se deberá sujetar estrictamente a las Leyes de Ingresos y a los presupuestos de Egresos del Estado, y demás Leyes relativas.


  Articulo 86.- Toda erogación o ejercicio presupuestario, se hará con cargo a las partidas presupuestases correspondientes, en la forma que establezca la Ley reglamentaria respectiva.


  Articulo 87.- Sólo los empleados de Hacienda manejarán caudales del Estado.


  Articulo 88.- Los funcionarios y empleados de Hacienda, que tengan manejo de caudales públicos, otorgarán previamente, ante el Ejecutivo, fianza suficiente para garantizarlo, de acuerdo con la Ley respectiva.


  Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Sonora[51]


  Esta Ley otorga las facultades a la Secretaría de Finanzas en todo lo relacionado con la hacienda pública estatal:


  De la competencia de las dependencias de la Administración Publica Directa.


  Artículo 25.- A la Secretaría de Finanzas, le corresponden las facultades y obligaciones siguientes:


  I.- Intervenir en el estudio de proyectos de leyes y disposiciones impositivas; formular y proponer al Gobernador del Estado los anteproyectos de las leyes anuales de ingresos del Estado.


  II.- Recaudar los impuestos, derechos, productos y aprovechamientos y las contribuciones especiales en los términos de la Ley de Ingresos del Estado y de las leyes fiscales correspondientes.


  III.- Determinar los criterios y montos de los estímulos fiscales, estudiar y proyectar sus efectos en los ingresos del Estado y evaluar los resultados conforme a sus objetivos.


  IV.- Proyectar y calcular los ingresos del Estado, considerando las necesidades del gasto público estatal que prevea la Secretaría de Planeación del Desarrollo y Gasto Público, la utilización razonable del crédito público y la sanidad financiera de la administración pública estatal.


  V.- Se deroga.


  VI.- Derogada


  VII.- Ejecutar los convenios que en materia impositiva se celebren con la Federación o con los Municipios.


  VIII.- Vigilar el estricto cumplimiento de las leyes, reglamentos, y otras disposiciones de carácter fiscal; practicar visitas de inspección y auditorias a causantes en los términos de los ordenamientos Hacendarios correspondientes.


  IX.- Concentrar en la Pagaduría General del Gobierno del Estado, y custodiar por conducto de ésta, todos los fondos, valores e ingresos del Estado, así como los que se reciban para fines específicos, y establecer y operar los registros necesarios que provean la información de la concentración diaria.


  X.- Cubrir con cargo a las partidas respectivas del presupuesto de egresos del Estado, las órdenes de pago correspondientes que se expidan en el ejercicio del gasto público estatal.


  XI.- Representar a la Hacienda Pública por delegación del Gobernador del Estado, en los términos de la fracción XIX del artículo 79 de la Constitución Política Local.


  XII.- Intervenir en los juicios que se ventilen ante cualquier tribunal, cuando tenga interés la Hacienda Pública del Estado.


  XIII.- Proporcionar la asesoría que le sea solicitada por los Ayuntamientos y los particulares, en materia de interpretación y aplicación de las leyes tributarias, y realizar una labor permanente de difusión y orientación fiscal.


  XIV.- Efectuar los estudios técnicos catastrales, fijar los valores de los predios localizados en el territorio del Estado y mantener actualizado el valor de los mismos, con apoyo de los Municipios en los términos de los convenios respectivos.


  XV.- Organizar y vigilar el ejercicio de las funciones del Registro Público de la Propiedad, sin perjuicio de las atribuciones constitucionales del Ministerio Público.


  XVI.- Determinar y conducir la política inmobiliaria de la administración pública estatal y manejar el inventario de los bienes inmuebles del Estado y mantener al corriente el avalúo de los mismos. Así mismo, ejecutar las obras necesarias para la conservación y el mejoramiento de los edificios y monumentos de la competencia del Gobierno del Estado.


  XVII.- Elaborar las normas para la formulación, mantenimiento y actualización de los inventarios y la baja de bienes muebles del dominio del Estado, y para el control y operación de almacenes de los bienes muebles asignados a las dependencias.


  XVIII.- Otorgar y revocar concesiones o permisos para el uso, aprovechamiento o explotación de los bienes inmuebles del dominio público.


  XIX.- Realizar los actos de administración y disposición de los bienes de dominio privado del Estado; y


  XX.- Las demás que le otorguen las leyes y reglamentos vigentes.


  Ley de Hacienda del Estado de Sonora[52]


  Podemos decir que es esta la norma jurídica mas importante del impuesto predial ejidal pues es el fundamento que le da vida al tributo. En ella se define qué, quién, cuanto, como y cuando deberán pagar dicho impuesto, a través de la estructura del impuesto: objeto, sujeto, base, tasa, período de pago, etc.


  Del Impuesto Predial


  Articulo 5o.- Es objeto del impuesto predial


  III. La propiedad o posesión de predios ejidales y comunales.


  Articulo 7o.- Son sujetos del impuesto


  IV. Los ejidatarios y comuneros si el aprovechamiento de los predios es individual y los núcleos de población ejidal o comunal, si es colectivo.


  V. El que explote o aproveche predios ejidales o comunales en calidad de asociado[53], usufructuario[54],arrendatario[55], acreedor pignoraticio[56], depositario u otro título análogo.


  Articulo 8o.- Son responsables solidarios en el pago del impuesto


  III.- Los núcleos de población ejidal o comunal y los ejidatarios o comuneros, los comisariados ejidal y de bienes comunales, los integrantes de colonias, agrícolas, sociedades de crédito agrícola o ejidal y otras agrupaciones de ejidatarios, comuneros o colonos, respecto de los bienes que posean mancomunadamente;


  IV.- Derogado.


  V.- Los empleados de la Tesorería General del Estado que dolosamente expidan certificados de no adeudo del Impuesto Predial.


  VI.- Los adquirentes de productos ejidales o comunales y los intermediarios incluyendo a aquellos que procesen, empaquen o proporcionen otro tipo de maquila relacionados con dichos productos, así como los que realicen trámites para efectos de su exportación, quienes estarán obligados además a:


  a).- Registrarse en el Padrón Estatal de Contribuyentes en las oficinas recaudadoras de su jurisdicción.


  b).- Verificar de que se ha cubierto el impuesto y de no acreditarse su pago, retenerlo y expedir al productor el Formato de Retención de Impuesto Predial Ejidal autorizado por la Secretaría de Finanzas y enterarlo en la oficina recaudadora de su jurisdicción, debiendo acompañar las copias de los permisos de siembra que se relacionan en el citado formato.


  c).- Presentar en dicha oficina recaudadora, dentro de los días 1 al 20 de cada mes, una manifestación por cuadruplicado, enterando el importe del impuesto retenido, en su caso.


  Esta manifestación deberá contener los siguientes datos:


  1.- Fecha en que se recibieron los productos gravados o se realizó la prestación del servicio.


  2.- Nombre del propietario del producto.


  3.- Cantidad de kilogramo o unidad de medida que corresponda al producto.


  Articulo 9o.- La base del impuesto será


  II.- Tratándose de predios rústicos:


  a).- El valor de la producción comercializada por ciclo productivo, proveniente de terrenos ejidales o comunales aprovechados para la producción agropecuaria, silvícola o acuícola.


  Articulo 10.- El impuesto se causará


  V.- Tratándose de predios rústicos ejidales o comunales, aprovechados para la producción agropecuaria, la tarifa será del 3%.


  Pago Del Impuesto


  Articulo 52.- Tratándose de predios ejidales aprovechados para la producción agropecuaria, silvícola o acuícola, el pago se hará al efectuarse la venta de los productos y en su defecto, dentro de los veinte días siguientes a la fecha en que estos se hubieren cosechado, debiéndose anexar a la declaración de que se trate la copia del permiso de siembra y copia de la factura o liquidación.


  Articulo 53.- La forma y lugar de pago del impuesto predial se regirán por las disposiciones relativas del Título Segundo del Código Fiscal del Estado de Sonora.


  Disposiciones Generales


  Articulo 68.- Para que la Tesorería pueda expedir certificados de no adeudo del impuesto predial, se requiere:


  a). Que el predio este al corriente en el pago del impuesto; y


  b). Que no exista inconformidad alguna pendiente de resolver, en relación con los avalúos y, en general, con las bases del impuesto predial.


  Código Fiscal del Estado de Sonora[57]


  La Ley de Hacienda del Estado, en su Artículo 53 determina que el lugar y forma de pago del impuesto se regirá por el Título Segundo del Código Fiscal del Estado. En general esta norma jurídica establece la relación entre el contribuyente y las autoridades fiscales en todo lo relacionado con el pago de las contribuciones.


  Título Segundo


  De los Derechos y Obligaciones de los Contribuyentes


  Capitulo Único


  Artículo 22.- Toda promoción que se presente ante las autoridades fiscales, deberá estar firmada por el interesado o por quien esté legalmente autorizado para ello, a menos que el promovente no sepa o no pueda firmar, caso en el que imprimirá su huella digital.


  Las promociones deberán presentarse en las formas que al efecto apruebe la Secretaría de Finanzas, en el número de ejemplares que establezca la forma oficial y acompañar los anexos que en su caso ésta requiera. Cuando no existan formas aprobadas, el documento que se formule deberá presentarse cumpliendo por lo menos los siguientes requisitos:


  I.- Constar por escrito;


  II.- El nombre, la denominación o razón social y el domicilio fiscal manifestado al Registro Estatal de Contribuyentes, para el efecto de fijar la competencia de la autoridad, y la clave que le correspondió en dicho Registro;


  III.- Señalar la autoridad a la que se dirige y el propósito de la promoción; y,


  IV.- En su caso, el domicilio para oír y recibir notificaciones y el nombre de la persona autorizada para recibirlas.


  Cuando no se cumplan los requisitos a que se refiere este artículo, las autoridades fiscales requerirán al promovente a fin de que en un plazo de 10 días cumpla con el requisito omitido. En caso de no subsanarse la omisión en dicho plazo, la promoción se tendrá por no presentada; si la omisión consiste en no haber usado la forma oficial aprobada, las autoridades fiscales deberán acompañar al requerimiento la forma respectiva en el número de ejemplares que sea necesario.


  Lo dispuesto en este artículo no es aplicable a las declaraciones, solicitudes de inscripción o avisos al Registro Estatal de Contribuyentes a que se refiere el artículo 33 de este Código.


  Artículo 23.- En ningún trámite administrativo se admitirá la gestión de negocios. La representación de las personas físicas o morales ante las autoridades fiscales, se hará mediante escritura pública, mediante carta poder firmada ante dos testigos y ratificadas las firmas del otorgante y testigos ante las autoridades fiscales, notario o fedatario público.


  Los particulares o sus representantes podrán autorizar por escrito a personas que a su nombre reciban notificaciones. La persona así autorizada podrá ofrecer y rendir pruebas y presentar promociones relacionadas con estos propósitos.


  Quien promueva a nombre de otro deberá acreditar que la representación le fue otorgada a más tardar en la fecha en que se presenta la promoción.


  Artículo 24.- Se considera sujeto pasivo de un crédito fiscal a la persona física o moral, mexicana o extranjera que de conformidad con las disposiciones fiscales, se encuentra obligada al pago de una prestación determinada al Fisco Estatal.


  Artículo 25.- El pago de los créditos fiscales deberá hacerse en efectivo, salvo que las disposiciones aplicables establezcan que se haga en especie.


  Los giros postales, telegráficos o bancarios y los cheques certificados se admitirán como efectivo. También se admitirán como medio de pago los cheques de cuentas personales de los contribuyentes.


  Artículo 26.- Cuando no se cubran las contribuciones en la fecha o dentro del plazo fijado por las disposiciones fiscales, se causarán recargos en concepto de indemnización al fisco estatal por la falta de pago oportuno. Dichos recargos se calcularán aplicando al monto de las contribuciones, la tasa que será del 50% mayor de la tasa que mediante ley fije anualmente la Ley de Ingresos del Estado.


  Los recargos se causarán hasta por cinco años, y se calcularán sobre el total del crédito fiscal, excluyendo los propios recargos, la indemnización a que se refiere el artículo 27 de este Código, los gastos de ejecución y las sanciones por infracción a disposiciones fiscales.


  En los casos de garantía de obligaciones fiscales a cargo de terceros, los recargos se causarán sobre el monto de lo requerido y hasta el límite de lo garantizado, cuando no se pague dentro del plazo legal.


  Cuando el pago hubiera sido menor al que corresponda, los recargos se computarán sobre la diferencia.


  Los recargos se causarán por cada mes o fracción que transcurra a partir del día en que debió hacerse el pago y hasta que el mismo se efectúe.


  Cuando los recargos determinados por el contribuyente sean inferiores a los que calcule la oficina recaudadora, ésta deberá aceptar al pago y procederá a exigir el remanente.


  Cuando el contribuyente pague en una sola exhibición el total de las contribuciones omitidas, en forma espontánea, en los términos del artículo 84 de este Código, el importe de los recargos no excederá de los causados durante un año.


  Si se obtiene autorización para pagar a plazos, ya sea en forma diferida o en parcialidades, se causarán además los recargos que establece la Ley de Ingresos del Estado, por la parte diferida. No causarán recargos las multas no fiscales.


  Artículo 27.- El cheque recibido por las autoridades fiscales que sea presentado en tiempo y no sea pagado, dará lugar al cobro del monto del cheque y a una indemnización que será siempre del 20% del valor de éste, y se exigirá independientemente de los demás conceptos a que se refiere este artículo. Para tal efecto, la autoridad requerirá al librador del cheque para que, dentro de un plazo de tres días, efectúe el pago junto con la mencionada indemnización del 20%, o bien, acredite fehacientemente, con las pruebas documentales procedentes, que se realizó el pago o que dicho pago no se realizó por causas exclusivamente imputables a la institución de crédito. Transcurrido el plazo señalado sin que se obtenga el pago o se demuestre cualquiera de los extremos antes señalados, la autoridad fiscal requerirá y cobrará el monto del cheque, la indemnización mencionada y los demás accesorios que correspondan, mediante el procedimiento administrativo de ejecución, sin perjuicio de la responsabilidad que en su caso procediere.


  Artículo 28.- Las autoridades fiscales estatales están obligadas a devolver las cantidades pagadas indebidamente y las que procedan de conformidad con las leyes fiscales, siempre y cuando el particular satisfaga los siguientes requisitos:


  I.- Que el pago de lo indebido haya tenido su origen en una autodeterminación del sujeto pasivo;


  II.- Que la reclamación del pago de lo indebido la efectúe el sujeto pasivo;


  III.- Que el sujeto pasivo no haya repercutido o trasladado en forma expresa o incluido en el precio, el monto del crédito fiscal reclamado como pago de lo indebido;


  Los retenedores podrán solicitar la devolución siempre que ésta se haga directamente a los contribuyentes.


  Si el pago de lo indebido se hubiera efectuado en cumplimiento de acto de autoridad, el derecho a la devolución nace cuando dicho acto queda insubsistente.


  Cuando se solicite la devolución, ésta deberá efectuarse dentro del plazo de cincuenta días hábiles siguientes a la fecha en que se presentó la solicitud ante la autoridad fiscal competente con todos los datos, informes y documentos que comprueben la procedencia de la petición.


  Las autoridades fiscales para verificar la procedencia de la devolución, podrán requerir al contribuyente, en un plazo no mayor de veinte días posteriores a la presentación de la solicitud de devolución, los datos, informes o documentos adicionales que considere necesarios y que estén relacionados con la misma. Para tal efecto, las autoridades fiscales requerirán al promovente a fin de que en un plazo máximo de veinte días cumpla con lo solicitado, apercibido que de no hacerlo dentro de dicho plazo, se le tendrá por desistido de la solicitud de devolución correspondiente. Cuando la autoridad requiera al contribuyente los datos, informes o documentos antes señalados, el periodo (sic) transcurrido entre la fecha en que se hubiera notificado el requerimiento de los mismos y la fecha en que éstos sean proporcionados en su totalidad por el contribuyente, no se computará en la determinación del plazo que las autoridades fiscales tienen obligación de resolver las solicitudes de devolución de contribuciones. No se considerará que las autoridades fiscales inician el ejercicio de sus facultades de comprobación, cuando soliciten los datos, informes y documentos a que se refiere este párrafo, pudiendo ejercerlas en cualquier momento.


  Si la devolución no se efectuare dentro del plazo indicado en este artículo, las autoridades fiscales pagarán intereses que se calcularán a partir del día siguiente al del vencimiento de dicho plazo, conforme a una tasa que será igual a la prevista para los recargos por mora, en los términos del artículo 26 de este Código que se aplicará sobre el total del importe solicitado como devolución. Cuando el Fisco Estatal deba pagar intereses a los contribuyentes sobre las cantidades que les deba devolver, pagará dichos intereses conjuntamente con la cantidad principal objeto de la devolución.


  El contribuyente que habiendo efectuado el pago de una contribución determinada por él mismo o por la autoridad, interponga oportunamente los medios de defensa que las leyes establezcan y obtenga resolución firme que le sea favorable total o parcialmente, tendrá derecho a obtener del fisco estatal la devolución de dichas cantidades. En lugar de solicitar la devolución a que se refiere este párrafo, el contribuyente podrá compensar las cantidades a su favor, contra cualquier contribución, ya sea a su cargo o que deba entrar en su carácter de retenedor. Tratándose de contribuciones que tengan un fin específico sólo podrán compensarse contra la misma contribución.


  Artículo 29.- La obligación de devolver contribuciones pagadas en forma indebida prescribe en el término de cinco años, contados a partir de la fecha en que nace el derecho a su solicitud. Dicho plazo se interrumpe por cualquier gestión del particular ante la autoridad fiscal tendiente a la determinación o cobro de dichas cantidades, o por cualquier acto de la autoridad en que se reconozca la existencia de las cantidades que se reclamen.


  Artículo 30.- Para que proceda la devolución de cantidades pagadas indebidamente, será necesario:


  I.- Que se dicte acuerdo de la Secretaría de Finanzas;


  II.- Que el derecho a reclamar la devolución no se haya extinguido; (sic)


  Artículo 31.- Los contribuyentes obligados a pagar mediante declaración podrán optar por compensar las cantidades que tengan a su favor contra las que estén obligados a pagar por adeudo propio o por retención a terceros, siempre que ambas deriven de una misma contribución, gravamen, contrato o concesión y siempre que las deudas del primero sean líquidas y exigibles, presentando para ello la solicitud de compensación correspondiente, dentro de los cinco días siguientes a aquél en que la misma se haya efectuado, la cual deberá ser autorizada por la Secretaría de Finanzas.


  Si las cantidades que tengan a su favor los contribuyentes no derivan de la misma contribución, gravamen, contrato o por la cual están obligados a efectuar el pago, la Secretaría de Finanzas, apreciara discrecionalmente la conveniencia de autorizar la compensación.


  Si la compensación se hubiera efectuado y no procediera, se causarán recargos en los términos del artículo 26 de este Código sobre las cantidades compensadas indebidamente, por el período transcurrido desde el mes en que se efectuó la compensación indebida hasta aquél en que se haga el pago del monto de la compensación indebidamente efectuada.


  No se podrán compensar las cantidades cuya devolución se haya solicitado o cuando haya prescrito la obligación para devolverlas.


  Se entenderá que en una misma contribución si se trata del mismo impuesto, contrato, concesión, contribución especial o derecho.


  Artículo 32.- Se podrán compensar los créditos y deudas entre el Estado por una parte y la Federación y Municipios, por la otra. Tratándose de la compensación con Federación y Municipios se requerirá acuerdo previo con éstos.


  Artículo 33.- Las personas morales, así como las personas físicas que tengan la obligación de pagar, retener o de recaudar impuestos, deberán solicitar su inscripción en el Registro Estatal de Contribuyentes de la Secretaría de Finanzas y proporcionar la información relacionada con su identidad, su domicilio y en general sobre su situación fiscal, mediante los avisos respectivos, dentro de los treinta días siguientes al inicio de sus actividades, salvo que las Leyes fiscales señalen otro plazo. En el entendido de que las personas obligadas a presentar su inscripción y demás avisos, lo harán en las oficinas exactoras de su jurisdicción, las que deberán proporcionarles su cédula de registro expedida por la Secretaría de Finanzas, la cual deberá constar en lugar visible del establecimiento y a falta de este conservarse en el domicilio del interesado.


  Quedan exceptuados de la obligación de inscribirse los sujetos a que alude el artículo 6 de este Código, sin menoscabo de la obligación de retener o de recaudar contribuciones en los casos que lo dispongan las leyes.


  La solicitud de los avisos a que se refiere el primer párrafo de este artículo que se presenten en forma extemporánea, surtirán sus efectos a partir de la fecha en que sean presentados.


  Los avisos, declaraciones o manifestaciones se harán en las formas oficiales que deberán proporcionar las oficinas recaudadoras de rentas, pudiendo reproducirse por cualquier interesado.


  Artículo 34.- La Secretaría de Finanzas, llevará el Registro Estatal de Contribuyentes basándose en los datos que las personas le proporcionen de conformidad con el artículo anterior y en los que la propia Secretaría obtenga por cualquier otro medio; asimismo asignará la clave que corresponda a cada persona inscrita, quien deberá citarla en todo documento que presente ante las autoridades fiscales y jurisdiccionales, cuando en este último caso se trate de asuntos en que la Secretaría de Finanzas sea parte.


  Artículo 35.- Los fedatarios públicos exigirán a los otorgantes de las escrituras públicas en que se haga constar actas constitutivas, de fusión, escisión o de liquidación de personas morales, que comprueben dentro del mes siguiente a la firma, que han presentado solicitud de inscripción, o aviso de liquidación o de cancelación, según sea el caso, en el Registro Estatal de Contribuyentes, de la persona moral de que se trate, debiendo asentar en su protocolo la fecha de su presentación; en caso contrario, el fedatario deberá informar de dicha omisión a la Secretaría de Finanzas, por conducto de sus oficinas exactoras[58] dentro del mes siguiente a la autorización de la escritura.


  Artículo 36.- Los sujetos pasivos y los responsables solidarios darán aviso a la Secretaría de Finanzas, por conducto de las oficinas exactoras de su jurisdicción, dentro de los diez días siguientes a aquel en que ocurran los siguientes cambios:


  I.- Del domicilio, excepción hecha de quienes solo causen impuestos que deban ser retenidos o recaudados;


  II.- De razón o denominación social, al que acompañarán copia de la escritura correspondiente;


  III.- De aumento o disminución de obligaciones, suspensión o reanudación de actividades;


  IV.- De traspaso de la negociación, clausura definitiva, liquidación o apertura de sucesión; y,


  V.- Cancelación en el Registro Estatal de Contribuyentes.


  Artículo 37.- Tratándose del aviso a que aluden las fracciones IV y V del artículo anterior, se deberá informar sobre el lugar donde la contabilidad y demás documentación comprobatoria de sus operaciones, quedara a disposición de las autoridades fiscales, debiendo presentar aviso en el supuesto de que dicho domicilio con posterioridad sea cambiado.


  Artículo 38.- Las personas que de acuerdo con las disposiciones fiscales estén obligadas a llevar contabilidad, deberán observar las siguientes reglas:


  I.- Llevarán los sistemas y registros contables que señale este Código. (sic)


  II.- Los asientos en la contabilidad serán analíticos y deberán efectuarse dentro de los dos meses siguientes a la fecha en que se realicen las actividades respectivas;


  III.- Los registros y documentación comprobatoria de los asientos respectivos y los comprobantes de haber cumplido con los pagos o enteros de los créditos fiscales, deberán conservarse en el domicilio fiscal del contribuyente por un plazo de cinco años; en el entendido de que la contabilidad podrá llevarse en lugar distinto al anterior, cuando obtengan autorización y siempre que dicho lugar se encuentre ubicado en la misma población en la que se encuentra su domicilio fiscal.


  En caso de clausura, traspaso o liquidación, el plazo antes mencionado se contara a partir de la fecha de las mismas; y,


  IV.- Llevar los sistemas y registros contables en los términos de las leyes y reglamentos fiscales federales.


  Cuando las autoridades fiscales en ejercicio de sus facultades de comprobación mantengan en su poder la contabilidad de la persona por un plazo mayor de un mes, ésta deberá continuar llevando su contabilidad cumpliendo con los requisitos que establezca este Código y las disposiciones fiscales federales.


  Quedan incluidos en la contabilidad los registros y cuentas especiales a que obliguen las disposiciones fiscales, los que lleven los contribuyentes aun cuando no sean obligatorios y los libros y registros sociales a que obliguen otras leyes.


  En los casos en que las demás disposiciones de este Código hagan referencia a la contabilidad, se entenderá que la misma se integra por los sistemas y registros contables a que se refiere la fracción I de este artículo, por los registros, cuentas especiales, libros y registros sociales señalados en el párrafo precedente, por los equipos y sistemas electrónicos de registro fiscal y sus registros, así como por la documentación comprobatoria de los asientos respectivos y los comprobantes de haber cumplido con las disposiciones fiscales.


  Artículo 39.- Las personas obligadas a llevar contabilidad deberán conservarla en el lugar a que se refiere la fracción III del artículo 38 de este Código a disposición de las autoridades fiscales.


  Las personas que no estén obligadas a llevar contabilidad de conformidad con los diversos regímenes tributarios previstos en las diversas disposiciones fiscales federales, deberán conservar en su domicilio a disposición de las autoridades, toda documentación relacionada con el cumplimiento de las disposiciones fiscales.


  La documentación a que se refiere el párrafo anterior de este artículo y la contabilidad, deberán conservarse durante el plazo en el que de conformidad con el artículo 79 de este Código se extingan las facultades de las autoridades fiscales, contado a partir de la fecha en que se presentaron o debieron haberse presentado las declaraciones con ellas relacionadas. Tratándose de contabilidad y documentación correspondiente a actos cuyos efectos fiscales se prolonguen en el tiempo, el plazo de referencia comenzará a computarse a partir del día en que se presente la declaración fiscal del último periodo (sic) en que se hayan producido dichos efectos. Cuando se trate de la documentación correspondiente a aquellos conceptos respecto de los cuales se hubiera promovido algún recurso o juicio, el plazo para conservarla se computará a partir de la fecha en que quede firme la resolución que les ponga fin.


  Artículo 40.- Cuando al inicio de una visita domiciliaria los contribuyentes hubieran omitido asentar registros en su contabilidad dentro de los plazos establecidos en las disposiciones fiscales, dichos registros sólo podrán efectuarse después de que la omisión correspondiente haya sido asentada en acta parcial; esta obligación subsiste inclusive cuando las autoridades hubieran designado un depositario distinto del contribuyente, siempre que la contabilidad permanezca en alguno de sus establecimientos. El contribuyente deberá seguir llevando su contabilidad independientemente de lo dispuesto en este párrafo.


  Artículo 41.- Las declaraciones que presenten los contribuyentes serán definitivas y sólo se podrán modificar por el propio contribuyente hasta en tres ocasiones, siempre que no se haya iniciado el ejercicio de las facultades de comprobación.


  En los siguientes casos no operará la anterior limitación:


  I.- Cuando sólo incrementen sus ingresos o el valor de sus actos o actividades;


  II.- Cuando sólo disminuyan las cantidades que hubieran compensado;


  III.- Cuando el contribuyente haga dictaminar por contador público autorizado sus estados financieros, podrá corregir, en su caso, la declaración original como consecuencia de los resultados obtenidos en el dictamen respectivo; y,


  IV.- Cuando la presentación de la declaración que modifica a la original se establezca como obligación por disposición expresa de autoridad judicial o administrativa.


  Lo dispuesto en este precepto no limita las facultades de comprobación de las autoridades fiscales.


  La modificación de las declaraciones a que se refiere este artículo, se efectuará mediante la presentación de declaración complementaria que modifique los datos de la original.


  Si en la declaración complementaria se determina que el pago efectuado fue menor al que correspondía, los recargos se computarán sobre la diferencia, en los términos del artículo 26 de este Código, a partir de la fecha en que se debió hacer el pago.


  Ley de Ingresos y Presupuesto de Ingresos del Estado de Sonora para el ejercicio del 2003[59]


  Esta Ley es la que determina el monto total que por concepto de recaudación del impuesto predial ejidal, se pretende obtener. Además en ella se establece la distribución que se hará de ese dinero hacia los Ayuntamientos y los propios contribuyentes.


  ARTICULO 1o.- En el Ejercicio Fiscal del año 2003 el Estado de Sonora percibirá los ingresos provenientes de los conceptos y en las cantidades estimadas que a continuación se enumeran:


  A. - DE LOS IMPUESTOS $ 493,537.00 (miles de pesos)


  I.- Impuesto Predial Ejidal. $ 38,85 (miles de pesos)


  ARTICULO 2o.- Se conceden las siguientes participaciones a los Municipios del Estado de Sonora, en el rendimiento de los ingresos estatales netos que se generen en sus respectivos territorios en la forma siguiente:


  I.- Sobre los ingresos por impuesto predial ejidal. 45%


  Corresponden a aplicación discrecional del Municipio. 25%


  Por su parte, el Estado transfiere al Municipio para su aplicación exclusiva en obra pública en beneficio de los habitantes y comunidades ejidales ubicadas dentro de su jurisdicción municipal. 20%


  Decreto de Presupuesto de Egresos del Estado de Sonora para el año 2003[60]


  En este Decreto se determinan los montos en pesos que serán entregados a los Ayuntamientos y Contribuyentes, en atención a las disposiciones de distribución de los ingresos, establecidos en la Ley de Ingresos:


  DECRETO


  DEL PRESUPUESTO DE EGRESOS DEL ESTADO DE SONORA,


  PARA EL EJERCICIO FISCAL DEL AÑO 2002.


  ARTÍCULO 2o.- El Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de Sonora para el año 2003


  importa la cantidad de: 14,346,604,000.00 (CATORCE MIL TRESCIENTOS CUARENTA Y SEIS MILLONES


  SEISCIENTOS CUATRO MIL PESOS 00/100 M.N.)


  ARTICULO 6.- Las erogaciones previstas en el Presupuesto de Egresos para el Poder Ejecutivo


  Estatal, comprenden los recursos asignados a las Dependencias de la Administración Pública Directa, las


  Unidades Administrativas adscritas directamente al Gobernador del Estado, las Participaciones a Municipios,


  las Transferencias Fiscales por concepto de aportaciones y subsidios a Organismos e Instituciones, la


  Deuda Pública y las Erogaciones Extraordinarias; mismas que conjuntamente importan la cantidad de:


  13,866,705,947 (TRECE MIL OCHOCIENTOS SESENTA Y SEIS MILLONES SETECIENTOS CINCO MIL


  NOVECIENTOS CUARENTA Y SIETE PESOS 00/100 M.N.). Distribuyéndose de la siguiente manera:


  
    Participaciones y Apoyos Estatales a Municipios 30,098,000.00


    Participaciones a Municipios sobre el Impuesto Predial Ejidal 6,699,000.00


    Participación del Impuesto Predial Ejidal a los Municipios para las Comunidades Ejidales 5,359,000.00


    Transferencias de Recursos del Impuesto Predial Ejidal al


    Productor y Ejidos 26,792,000.00


    Subsidio al Productor para el Impuesto Predial Ejidal 13,396,000.00


    Transferencias a los Ejidos de la Recaudación Neta del Impuesto Predial Ejidal 13,396,000.00

  


  Capítulo 6


  ANTECEDENTES


  Una vez consumada la revolución mexicana y promulgada la Constitución de 1917, se reconoció en ella al Municipio como la base de la división territorial y organización política y administrativa, pero al mismo tiempo la misma reconoció la existencia de una estructura política y administrativa paralela e independiente del gobierno municipal: el ejido, lo cual restó autoridad a los Ayuntamientos sobre prácticamente la mitad de sus territorios[61].


  La razón técnica argumentada fue que las tierras de las haciendas afectables se extendían mas allá de muchos límites municipales, inclusive de los estados, pero la mas fuerte fue la razón política; los gobiernos municipales aún después de la revolución, estaban controladas todavía por las jefaturas políticas del porfirismo, que repercutiría seguramente en el proceso de repartición de las tierras.


  Con el pretexto de que para que las comunidades pudieran recibir tierras durante el reparto revolucionario, necesitaban tener la personalidad jurídica que habían perdido durante las reformas liberales del siglo XIX, la Comisión Nacional Agraria, en 1917 declaró que las tierras que conformaban el ejido no eran municipales, sino que su dominio correspondía a los pueblos, por lo que el Artículo 27 constitucional, elevó a categoría de “sujetos colectivos de derecho agrario”[62] las comunidades rurales.


  Al quedar los ayuntamientos excluidos del reparto de tierras, la Comisión Nacional Agraria creó una estructura administrativa y política paralela al Ayuntamiento y estableció que los beneficiarios del reparto deberían fijar comités particulares administrativos integrados por tres personas electas por una asamblea de vecinos.


  Tiempo después, la Ley de Ejidos de 1920, remplazó estos comités por las Juntas de Aprovechamiento de Ejidos, dándoles personalidad jurídica propia y la facultad para representar a la comunidad en el pago de contribuciones, distribuir la tierra entre los miembros de la comunidad cada temporada, vigilar la conservación de los bosques; etc. y representar a la comunidad ante las autoridades. De esta manera el ejido pasó de ser unja extensión territorial, en una “entidad jurídica colectiva con personalidad legal, patrimonio propio y órganos representativos”[63].


  En 1919 la Comisión Nacional Agraria decretó que los beneficiarios del reparto de tierras deberían pagar impuestos municipales sobre el territorio ejidal, y en 1921 estableció que los ejidatarios deberían pagar las rentas correspondientes a su parcela y a los montes y pastos de uso común al vocal tesorero de la junta de aprovechamiento de ejidos, para que éste lo distribuyera entre los gobiernos federal, estatal y municipal.


  Posteriormente en 1922 se expidió el Reglamento Agrario que mantenía los mismos principios organizativos establecidos en la Ley de Ejidos anterior[64].


  En 1934 el Código Agrario determinó que los municipios, los estados y la federación no podían imponer sobre la propiedad ejidal más que un solo impuesto predial. Para entonces la figura del Comisariado Ejidal ya había aparecido en la estructura del ejido, por tanto todo impuesto debía pagarse a través de su tesorero y no directamente al gobierno. Con esto los ejidatarios se acostumbraron a que todo impuesto debería hacerse ante al comisariado y no ante el Ayuntamiento y aprendiendo también que las autoridades ejidales eran las responsables de los bienes públicos urbanos en los asentamientos urbanos de los ejidos.


  La ley de 1926 determinó la obligación de delimitar en cada ejido un “fundo legal”, lo que se conoció como “zona de urbanización ejidal”


  Ese mismo año Plutarco Elías Calles decretó que a cada miembro de la comunidad se le proporcionaría un solar en calidad de propiedad privada en cada fundo legal y la Circular # 48 de 1921 estableció que el ejido debería destinar el 75% de lo recaudado por impuestos a servicios públicos del núcleo contribuyente. En 1927 Elías Calles promulgó un decreto en el que reiteraba la obligación de reservar el 15% de las cosechas ejidales para destinar una tercera parte al pago de contribuciones y mejoras materiales. Dos años después , parte del impuesto era destinado a satisfacer las necesidades mas inmediatas de cada ejido, entre ellas los implementos agrícolas, y las obras materiales urbanas de beneficio colectivo. Fue así como muchas áreas urbanas ejidales lograron introducir el servicio de agua potable. Con esas contribuciones se logró que los comisariados ejidales organizaran, financiaran y controlaran los servicios básicos que tenían los residentes de los poblados rurales.


  En 1971 se promulgó la Ley Federal de la Reforma Agraria que entre otras cosas establecía que los municipios, los estados y la federación, no podían cobrar a los ejidos más de un impuesto predial y que las tierras ociosas no estaban obligadas al pagar el impuesto predial


  Estas condiciones de no regulación del aspecto tributario en los ejidos, prevalecieron hasta el año 1992 cuando el Artículo 27 fue reformado, creando el Programa de Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares Urbanos (PROCEDE). Ahora las asambleas ejidales pueden determinar el destino de las tierras que no están formalmente parceladas y fraccionadas así como también regularizar la zona de urbanización y la reserva de crecimiento del poblado. Todo lo anterior con la obligatoriedad de la intervención de las autoridades municipales en cuanto a la normatividad urbana. Aunado a lo anterior, las reformas al Artículo 115 constitucional, en las que se faculta mayormente a los ayuntamientos a normar el uso del suelo urbano, la prestación de servicios públicos y a realizar la gestión catastral, ayudará a que los ejidos se integren a la vida urbana, económica y social bajo el amparo de la normatividad municipal, a recibir de este los servicios públicos que demanda a condición de participar en el pago de los impuestos que éste le exija.


  El documento legal mas antiguo encontrado para la elaboración de esta investigación es la Ley de Hacienda del Estado de 1945 en la que aparece el cobro del impuesto predial a los ejidos, expresada de la siguiente forma:


  Ley de Hacienda del Estado de Sonora de 1945[65]


  III.- Para los ejidos la cuota que se les asigne por contribución predial, no podrá exceder del 5 por ciento de la producción anual de los mismos, que se calculará teniendo en cuenta los precios rurales de la producción ejidal de que se trate.


  a).- Mientras duren las posesiones provisionales los ejidos pagarán, en el primer año, el 25 por ciento del impuesto predial que les corresponda y en los subsecuentes, el impuesto se les aumentará en un 10 por ciento a cada año hasta alcanzar la cuota total o hasta que se ejecute la resolución presidencial. Desde la fecha de la ejecución de la resolución presidencial, los ejidos quedan obligados a pagar la cuota íntegra que les corresponda; pero no se les exigirá el pago de las diferencias entre las cuotas parciales que legalmente se les hayan asignado durante la posesión provisional y el monto total de la contribución.


  b).- El impuesto predial lo cubrirán los comisarios ejidales, pero la responsabilidad fiscal por las tierras de uso común corresponde al núcleo de la población y obliga a todos los ejidatarios.


  c).- Cuando por cualquiera circunstancia los terrenos ejidales los ocupen o exploten personas que no sean ejidatarios, el impuesto predial se causará íntegramente.


  A pesar que posteriormente el cobro del Impuesto Predial urbano quedó establecido en las Leyes de Hacienda o de Ingresos del Estado, en ninguna de ellas se contempla el cobro del impuesto predial a los ejidos, es hasta 1963 en la Ley de Hacienda del Estado cuando aparece de nuevo el impuesto de la siguiente manera:


  Ley No. 35 de Ingresos del Estado de Sonora de 1963[66]


  b).- Terrenos Ejidales


  Para fines de aplicación del impuesto predial a los terrenos ejidales, su monto será el equivalente al 5% del valor de la producción agrícola, forestal o pecuaria, que se obtenga en el año fiscal de que se trate. De acuerdo con lo dispuesto con el Artículo 196, fracción III, del Código Agrario.


  En terrenos improductivos se aplicará la tarifa para terrenos de agostadero de propiedad privada.


  En posesiones provisionales, sólo se aplicará el 25% del impuesto que corresponda, según tasa y base anterior, en el primer año, y se irá aumentando en un 10% anualmente, hasta completar el impuesto total, o hasta que se ejecute la resolución presidencial, de conformidad con lo previsto por la Fracción IV del precepto legal citado en el primer párrafo.


  Veremos entonces qué establecía ese Código Agrario al que hacen alusión las Leyes Fiscales de la época:


  Código Agrario de 1942[67]


  ART. 196.- El régimen fiscal de los ejidos se sujetará a las siguientes bases:


  I. Los municipios, los Estados y la Federación no podrán imponer sobre la propiedad ejidal más que un impuesto predial;


  II. Entretanto se hacen los estudios para calcular la rentabilidad de las tierras ejidales, el impuesto predial se causará aplicando las tarifas que señalen las leyes fiscales sobre el valor fiscal de cada clase de tierras;


  III. Cualquiera que sea el procedimiento que se siga para fijar el impuesto, la cuota asignada por contribución a los ejidos no podrá exceder del 5% de la producción anual de los mismos. Este por ciento se calculará siempre teniendo en cuenta los precios rurales de la producción ejidal de que se trate;


  IV. Mientras duren las posesiones provisionales, los ejidos pagarán, en el primer año, cuando más el 25% del impuesto predial que les corresponda y, en los subsecuentes, el impuesto se le aumentará en un diez por ciento cada año, hasta alcanzar la cuota íntegra que les corresponda; pero no podrá exigírseles el pago de las diferencias entre las cuotas parciales que legalmente se les hayan asignado durante la posesión provisional y el monto total de la contribución;


  V. El impuesto predial lo cubrirán los comisariados ejidales, quienes quedan facultados para cobrar a los ejidatarios las cuotas que les correspondan;


  VI. El procedimiento económico – coactivo solo podrá ejercitarse sobre las cosechas que pertenezcan individualmente a los ejidatarios que no hayan cubierto la cuota que les corresponda, y hasta por el veinticinco por ciento de la producción anual de sus parcelas;


  VII. La responsabilidad fiscal por la tierras de uso común corresponde al núcleo de población y obliga a todos los ejidatarios, y


  VIII. No podrán gravarse en ningún caso la producción agrícola ejidal.


  Esta norma jurídica para el cobro del impuesto predial ejidal prevaleció hasta 1971 cuando el Código Agrario fue abrogado y sustituido por la Ley Federal de la Reforma Agraria, por lo que la Ley de Ingresos de 1972 quedó como sigue:


  Ley No. 44 de Ingresos del Estado de 1972[68]


  Terrenos ejidales.


  El monto del impuesto lo fijará el Ejecutivo previo estudio de cada región del Estado, de acuerdo con lo dispuesto por el Artículo 106 Fracción III de la Ley Federal de Reforma Agraria.


  En posesiones provisionales sólo se aplicará en el primer año el 25% del impuesto que corresponda, y se irá aumentando 10% anualmente, hasta obtener el total del impuesto debido, o hasta que se ejecute la resolución presidencial, de conformidad con lo previsto por la Fracción IV del propio Artículo 106.


  Veremos entonces qué establecía la Ley Federal de la Reforma Agraria:


  Ley Federal de la Reforma Agraria[69]


  Capítulo VI


  Régimen fiscal de los ejidos y comunidades.


  Artículo 106.- El régimen fiscal de los ejidos se sujetará a las bases siguientes:


  1.- Los municipios, los estados y la Federación no podrán imponer sobre la propiedad ejidal más que un impuesto predial.


  II.- Entretanto se hacen los estudios para calcular la rentabilidad de las tierras ejidales, el impuesto predial se causará aplicando las tarifas que señalen las leyes fiscales sobre el valor fiscal de cada clase de tierras.


  III.- Cualquiera que sea el procedimiento que se siga para fijar el impuesto, la cuota asignada por contribución a los ejidos no podrá exceder del 5% de la producción anual comercializada de los mismos. Este porciento se calculará siempre teniendo en cuenta los precios rurales de la producción de que se trate;


  IV.- Mientras que duren las posesiones provisionales, los ejidos pagarán, en el primer año, cuando más el 25% del impuesto predial que les corresponda, y en los subsecuentes, el impuesto se les aumentará en un 10% cada año, hasta alcanzar la cuota total o hasta que se ejecute la resolución presidencial. Desde la fecha de la ejecución de la resolución presidencial, los ejidos quedan obligados a pagar la cuota íntegra que les corresponda; pero no podrá exigírseles el pago de las diferencias entre las cuotas parciales que legalmente se les hayan asignado durante la posesión provisional y el monto total de la contribución.


  V.- La responsabilidad fiscal por todas las tierras ejidales corresponde al núcleo de población ejidal y obliga a todos los ejidatarios.


  VI.- El impuesto predial será depositado por cada ejidatario en la tesorería del Comisariado Ejidal, la que de inmediato concentrará el importe de dicho impuesto en la oficina fiscal mas próxima que le corresponda.


  VII.- En los ejidos que se explotan individualmente, el procedimiento económico coactivo sólo podrán ejecutarlo las autoridades fiscales correspondientes y únicamente sobre la producción que pertenezca individualmente al ejidatario que no haya cubierto la cuota que le corresponda y hasta el 25% de la producción anual de su unidad de dotación.


  VIII.- Si la explotación es colectiva, el procedimiento a que se refiere la fracción anterior se ejecutará por las mismas autoridades sobre el producto de la explotación integral del ejido y hasta por el 25% de la producción anual; y


  IX.- No podrá gravarse en ningún caso la producción agrícola ejidal.


  Artículo 107.- Fuera de las obligaciones fiscales de que trata este capítulo, de las que contraigan los ejidatarios conforme a las leyes de crédito ejidal y de las que expresamente autoriza esta Ley, no se podrá exigir a los miembros de un ejido o comunidad ninguna otra prestación en numerario, ni en forma de contribución.


  Artículo 108.- El régimen fiscal de los bienes comunales se sujetará a los preceptos contenidos en este capítulo, en cuanto les sean aplicables.


  Las condiciones para el impuesto predial imperaron de esta manera hasta el 31 de diciembre de 1976 fecha en que se publicó en el Boletín Oficial # 53 la nueva Ley de Hacienda del Estado donde el Artículo 8 establecía una tasa del 2% para el cálculo del impuesto predial ejidal.


  En el año de 1981 ante la difícil situación económica que sufrían los productores pecuarios ejidales del ramo de la avicultura y la porcicultura, el Dr. Samuel Ocaña García emite un acuerdo en el que disponía de una parte del monto del Impuesto predial recaudado, para aplicarlo en obras en las propias comunidades donde se había generado dicho impuesto. A continuación el mencionado acuerdo[70]:


  Acuerdo de 1981


  PODER EJECUTIVO


  ACUERDO que autoriza al C. Tesorero General del Estado, para que disponga en el presente Ejercicio Fiscal de 1981, hasta del 0.6% del Impuesto predial ejidal recaudado y destine su importe al pago de obras de los lugares donde se genere dicho gravamen.


  PODER EJECUTIVO


  Hermosillo, Sonora, 8 de Enero de 1981.


  C. TESORERO GENERAL DEL ESTADO.


  PRESENTE


  Considerando que de conformidad con la Ley de Hacienda del Estado, en vigor, el Impuesto Predial Ejidal se causa a razón de 2% sobre el valor de la Producción Comercializada; considerando además, el alto costo de producción con que vienen operando los productores pecuarios ejidales, debido entre otros a la adquisición del reducido volumen de alimentos para sus pies de cría, circunstancias por las cuales han solicitado el auxilio del Gobierno del Estado y, considerando por último, que al Ejecutivo compete conciliar los intereses de los causantes cuando se registren eventualidades que quebranten el principio de proporcionalidad en la que se sustenta la aplicación de toda cuota tributaria, he tenido a bien en uso de la facultad que me confiere el Artículo 79 Fracción XIX de la Constitución Política Local y Artículo 12 del Código Fiscal del Estado, en vigor, emitir el siguiente


  ACUERDO


  PRIMERO.- Se concede a los Productores Pecuarios Ejidales en el ramo de Avicultura y Porcicultura, un subsidio equivalente al 1% y 0 .6% respectivamente, de la tasa del 2% aplicable por concepto del Impuesto Predial Ejidal sobre el valor de la producción comercializada en los términos del Artículo 10 Fracción V de la Ley de Hacienda del Estado, en vigor.


  SEGUNDO.- Las cuotas netas para Avicultura y Porcicultura por virtud del citado subsidio, serán del orden del 1% y 1.4%, mismas que deberán aplicarse al valor de la producción comercializada en dichas actividades, por concepto del Impuesto Predial Ejidal.


  TERCERO.- El presente Acuerdo surtirá efectos a partir del 1º. de Enero del presente año y tendrá vigencia hasta el 31 de diciembre de este mismo año de 1981.


  Lo que comunico a usted para su conocimiento y fines procedentes.


  ATENTAMENTE


  SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN


  EL GOBERNADOR CONSTL. DEL ESTADO


  Dr. Samuel Ocaña García.


  EL SECRETARIO DE GOBIERNO


  Lic. Eduardo Estrella Acedo.


  El C. Dr. Samuel Ocaña García, Gobernador Constitucional del estado de Sonora, en uso de las facultades que le confieren los Artículos 79 Fracción XIX, 84 y 86 de la Constitución Política del Estado, 1º. y 7º. de la Ley de Egresos del Estado de Sonora para el Ejercicio Fiscal de 1981, y


  CONSIDERANDO


  I.- Que la propiedad o posesión de predios ejidales y comunales se encuentran afectas al Impuesto Predial y que para determinar el crédito fiscal se toma como base la producción agropecuaria anual comercializada que provenga de dichos predios, a la que se le aplica el 2% sobre el precio rural de venta, todo ello en los términos relativos de los Artículos 5º. fracción III; 9º. fracción II, inciso a); 10 fracción V y demás conducentes de la Ley de Hacienda del Estado, en vigor, y


  II.- Que el Ejecutivo del Estado, en congruencia con su doctrina política orientada a promover por todos los medios disponibles la realización de obras, inversiones y servicios en las comunidades ejidales donde se genere el referido impuesto a través de la reversión parcial del mismo, que permitan impulsar la producción


  Este acuerdo obedecía evidentemente a una política económica de tipo fiscal, con el fin de beneficiar a un sector de la sociedad que se encontraba abatido por las condiciones económicas del momento.


  Al mismo tiempo en la Ley de Ingresos del Estado se decidió regresar a los Ayuntamientos el 25% de lo recaudado por concepto de impuesto predial ejidal generado en su territorio para obras de beneficio social.


  En 1983 el Artículo 115 Constitucional fue reformado, pasando la facultad de cobrar el impuesto predial a los Ayuntamientos.


  Ante tal situación, y debido a que la fracción I del Artículo 106 de la Ley Federal de la Reforma Agraria, decía:


  Art. 106.-


  I.- Los Municipios, los Estados y la Federación, no podrán imponer sobre la propiedad ejidal más que un impuesto predial.


  Se optó entonces en continuar cobrando a los ejidos el impuesto predial como un gravamen estatal, tomando como base su producción agrícola, como había sido por siempre; aunque lo recaudado por el Estado se transfería a las arcas municipales, mientras que el impuesto predial a la propiedad raíz, urbana y rural pasó a formar parte de la Ley de Hacienda Municipal.


  El diez de abril de 1987, el Gobernador Rodolfo Félix Valdés, emitió un Acuerdo en el que disponía que hasta el 50% de lo recaudado del impuesto predial ejidal fuera destinado al pago y realización de obras e inversiones que realizaran los núcleos de población ejidal o comunidades donde se generara dicho impuesto. Para tal efecto, el acuerdo ponía ciertas condicionantes para la entrega o devolución de dicho dinero.


  Había nacido la devolución del 50% de la recaudación del impuesto predial a los propios contribuyentes que hasta la fecha sigue vigente. Hoy se conoce como “la devolución del 1% del predial ejidal”


  A continuación la redacción del Acuerdo citado:


  Acuerdo de 1987


  El C. Rodolfo Félix Valdés, Gobernador Constitucional del Estado de Sonora, En uso de las facultades que le confieren los artículos 79, fracciones II y XIX y 86 de la Constitución Política del Estado, 1º , 3º y 10º de la Ley de Egresos del Estado de Sonora para el ejercicio Fiscal de 1987, y,


  CONSIDERANDO


  PRIMERO.- Que la propiedad o posesión de predios Ejidales y comunales se encuentran afectas al impuesto predial ejidal, y que para determinar el crédito fiscal, se toma como base la producción agropecuaria anual comercializada que provenga de dichos predios, a la que se le aplica el 2% sobre el precio rural de venta, todo ello en los términos relativos de los artículos 5º fracción III, 9º fracción II, inciso A) 10 fracción V y demás conducentes a la Ley de Hacienda del Estado en vigor.


  SEGUNDO.- Que el ejecutivo a mi cargo en congruencia con su política orientada a promover por todos los medios disponibles el desarrollo económico integral de la entidad, ha señalado como una de sus prioridades en los programas de Gobierno, el mejoramiento, fortalecimiento y optimización de los medios y recursos con que cuenta el sector ejidal y comunal; siendo uno de los aspectos de mayor relevancia para dar cumplimiento a los propósitos anteriores, lo relativo al financiamiento de dichos núcleos, bajo lineamientos estratégicos y operativos que propicien una mejor organización y capacitación de los productos primarios del sector social y su participación regulada y equilibrada en beneficio igualmente de su producción y comercialización, y,


  TERCERO.- Que dentro de los diversos medios de apoyo a los núcleos de población ejidal y comunal que se han venido utilizando, destaca el sistema de reversión parcial del importe del impuesto predial ejidal, a que se encuentra afecta la propiedad o posesión de predios ejidales y comunales, para destinarse a la realización de obras, inversiones o servicios, que permitan impulsar la producción agropecuaria e industrial; generar empleos, crear y mejorar los servicios públicos básicos y general, elevar el nivel de vida de las familias campesinas, he tenido a bien dictar el siguiente:


  ACUERDO


  PRIMERO.- Se autoriza al C. Tesorero General del Estado, para que con cargo a la partida 03-01-AG-01-6999 del presupuesto de egresos vigente, disponga en el presente ejercicio fiscal de 1987, hasta el 50% del Impuesto Predial Ejidal recaudado y destine su importe al pago de obras, inversiones o servicios que se realicen en los núcleos de población o comunidades ejidales en donde se genere el mencionado gravamen.


  SEGUNDO.- Para los efectos del punto anterior, las autoridades ejidales o comunales, previo acuerdo de la asamblea del ejido o comunidad, solicitarán por escrito al Gobernador del Estado, las obras, inversiones o servicios en las que deberá invertirse el 50% del importe total del Impuesto Predial Ejidal.


  TERCERO.- Tendrán preferencia entre las obras e inversiones que se programen, aquellas que sean productivas.


  CUARTO.- El Ejecutivo del Estado autorizará el programa de inversiones a través de las Secretarías de Fomento agrícola y Asuntos Agrarios, de Fomento Ganadero y de Infraestructura y Desarrollo Urbano o de aquella dependencia a cuya área le corresponda, sin perjuicio de solicitar la intervención en coordinación de las dependencias federales o municipales.


  QUINTO.- La Tesorería General del Estado estará facultada para vigilar la ejecución de las obras programas de inversión o servicios autorizados.


  SEXTO.,- Las comunidades ejidales o comunales que no propongan durante el presente año programas de obras, de inversiones o de servicios, podrán derivarlo a otras comunidades, previo acuerdo de la asamblea general, o bien dejarlo en reserva de la propia Tesorería general del Estado para su aplicación posterior.


  Para se debida observancia y cumplimiento se emite el presente acuerdo en la ciudad de Hermosillo, Sonora, a los diez días del mes de abril de mil novecientos ochenta y siete.


  ATENTAMENTE


  Sufragio Efectivo, No Reelección, El Gobernador Const. del Estado. Rodolfo Félix Valdés. El Secretario de Gobierno, Francisco Javier Aldana Montaño


  El 26 de diciembre de 1989, Rodolfo Félix Valdés promulga una Ley que reforma algunos artículos de la Ley # 9 de Hacienda del Estado siendo esta la siguiente:


  Acuerdo 26 de diciembre de 1989


  GOBIERNO ESTATAL


  PODER EJECUTIVO - PODER LEGISLATIVO


  Ley Número 107, que reforma diversas disposiciones de la Ley Número 9, de Hacienda del Estado.


  El C. Rodolfo Félix Valdés, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Sonora, a sus habitantes, sabed:


  Que el H. Congreso del Estado, se ha servido dirigirme la siguiente


  LEY


  Número 107[71]


  El Congreso del Estado Libre y Soberano de Sonora, en nombre del pueblo, decreta la siguiente


  LEY


  Que reforma diversas disposiciones de la


  Ley no. 9 de Hacienda del Estado.


  Articulo único.- Se reforman los artículos 8, 10 y 216 del ordenamiento citado, para quedar como siguen:


  Articulo 8º


  I.- Los adquirentes de productos ejidales o comunales y los intermediarios incluyendo a aquellos que procesen, empaquen o proporcionen otro tipo de maquila relacionados con dichos productos, así como a los que realicen tramites para efectos de su exportación, quienes estarán obligados además a:


  a).- Registrarse en el padrón estatal de contribuyentes en las oficinas recaudadoras de su jurisdicción.


  b).- Verificar de que se ha cubierto el impuesto y de no acreditarse dicho pago, retenerlo y enterarlo en la oficina recaudadora de su jurisdicción.


  c).- Presentar en dicha oficina recaudadora, dentro de los días 1º. al 20 de cada mes, una manifestación por cuadruplicado, enterando el importe del impuesto retenido, en su caso. esta manifestación deberá contener los siguientes datos:


  1.- Fecha en que se recibieron los productos gravados o se realizo la prestación del servicio.


  2.- Nombre del propietario del producto.


  3.- Cantidad de kilogramo o unidad de medida que corresponda al producto.


  4.- Nombre y ubicación de los predios ejidales o comunales del que proceden, con expresión del municipio en el que estén ubicados.


  Articulo 10.- el impuesto se causara:


  V.- Tratándose de predios rústicos ejidales o comunales, aprovechados para la producción agropecuaria, la tarifa será del 3%. En los casos de posesión provisional se estará a lo dispuesto en la fracción IV del articulo 106 de la Ley Federal de Reforma Agraria. Cuando se desconozcan los precios de venta, estos serán fijados por el ejecutivo a través de la Tesorería General del Estado.


  Articulo 216.- La tasa del impuesto que se aplicara sobre el monto total de las remuneraciones pagadas en un mes o parte de el, será del 2%.


  Cuando el pago por concepto de remuneraciones se realice por contribuyentes dedicados a actividades agrícolas y ganaderas, la tasa aplicable será del 1% , siempre y cuando los productos no hayan sido objeto de transformación industrial.


  Transitorio


  Articulo único.- La presenten ley entrara en vigor previa su publicación en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado el día 1º. De enero de 1990.


  Comuníquese al Ejecutivo para su sanción y promulgación.


  Salón de Sesiones del H. Congreso del Estado.


  Hermosillo, Sonora. A 19 de diciembre de 1989.


  Lic. Raúl Velderráin Otero, Diputado Presidente. Prof. Juan Cevallos Ayala, Diputado Secretario. Prof. Francisco de Paula García Corral, Diputado Secretario.


  Por tanto, mando se publique en el Boletín Oficial del Estado y se le de el debido cumplimiento.


  Palacio de Gobierno, Hermosillo, Sonora, a veinte de diciembre de mil Novecientos Ochenta y Nueve.


  Rodolfo Félix Valdés, Gobernador del Estado. Francisco Javier Aldana Montaño, Secretario de Gobierno


  De esta manera se cambió la tasa aplicable al impuesto, aumentando del 2% al 3% del valor de la producción, pero inmediatamente después y casi al mismo tiempo, el 29 el diciembre de 1989, el mismo Gobernador emite el siguiente acuerdo[72]:


  Acuerdo 29 de diciembre de 1989


  BOLETIN OFICIAL


  GOBIERNO DEL ESTADO DE SONORA


  TOMO CXLIV HERMOSILLO, SONORA VIERNES 29 DE DICIEMBRE DE 1989 No. 52 SECC. I


  GOBIERNO ESTATAL


  PODER EJECUTIVO


  Acuerdo que autoriza al C. Tesorero General del Estado, para que con cargo a la Partida correspondiente del Presupuesto de Egresos del Estado, disponga en los ejercicios fiscales de que trate, hasta el 50% del Impuesto Predial Ejidal recaudado, resultante de aplicar un porcentaje equivalente al 2%, igual a la tasa vigente hasta el Año de 1989 y destine su importe al pago de Obras, Inversiones o Servicios que se realicen en los Núcleos de Población o Comunidades Ejidales, en donde se genere el referido gravamen; asimismo, se le autoriza, para que compense Vía Subsidio a favor de los contribuyentes del Impuesto Predial Ejidal, hasta un monto equivalente al 1%, que corresponde al incremento de la tasa vigente, a partir del 1 de Enero de 1990. Dicha compensación se aplicará simultáneamente, al pago del Impuesto…


  PODER EJECUTIVO – PODER LEGISLATIVO


  Ley Número 99, que reforma diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Sonora…


  Rodolfo Félix Valdés, gobernador del estado de sonora, en uso de las facultades que me confieren las fracciones ii y xix de los artículos 79 y 86 de la constitución Política del Estado Libre y Soberano de Sonora y 12 del Código Fiscal del Estado, y


  CONSIDERANDO


  PRIMERO.- Que la propiedad o posesión de predios ejidales y comunales aprovechados para la producción agropecuaria se encuentran afectadas al Impuesto predial Ejidal, tomándose como base del mismo el valor de la producción anual comercializada en los términos de los artículos 5 fracción III y 9 fracción II inciso A de la Ley de Hacienda del Estado.


  SEGUNDO.- Que para determinar el Crédito Fiscal a cargo de los propietarios o poseedores sujetos al citado gravamen, hasta el Ejercicio Fiscal de 1989, se venía aplicando a la base del impuesto una tarifa del 2%, mismo que conforme a las reformas a la Ley de Hacienda del Estado, vigentes a partir del 1 de Enero de 1990, dicha tasa se incrementó en un 1% ara quedar en un 3%.


  TERCERO.- Que el Ejecutivo a mi cargo en congruencia con su política orientada a promover por todos los medios disponibles el desarrollo económico integral de la entidad, ha señalado como una de sus prioridades en los programas de Gobierno, el mejoramiento, fortalecimiento y optimización de los medios y recursos con que cuenta el sector ejidal y comunal; siendo uno de los aspectos de mayor relevancia para dar cumplimiento a los propósitos anteriores, lo relativo al financiamiento de dichos núcleos, bajo lineamientos estratégicos y operativos que propicien una mejor organización y capacitación de los productores primarios del sector social y su participación regulada y equilibrada en beneficio igualmente de su producción y comercialización.


  CUARTO.- Que dentro de los diversos medios de apoyo a los núcleos de población que se han venido utilizando, destaca el sistema de reversión parcial del importe del 50% del Impuesto Predial Ejidal que resulta de la aplicación de la tasa actual del 2% para destinarse a la realización de obras, inversiones o servicios que permitan impulsar la producción agropecuaria e industrial, generar empleos, crear y mejorar los servicios públicos básicos y en generar elevar el nivel de vida de las familias campesinas.


  QUINTO.- Que en este orden de ideas, y a fin de que el incremento de la tasa del 2% al 3% no impacte a los contribuyentes del sector ejidal y comunal, se ha considerado conveniente que además de continuar aplicando el sistema de reversión parcial del 50% del Impuesto Predial Ejidal recaudado, a que se hace referencia en el Considerando Cuarto Anterior, se conceda a estos productores un subsidio equivalente al importe resultante de la aplicación del incremento del 1%, medida con la cual los sectores de referencia seguirán contribuyendo en la proporción que hasta la fecha lo han venido realizando; he tenido a bien emitir el siguiente:


  ACUERDO


  PRIMERO.- Se autoriza al C. Tesorero General del Estado para que con cargo a la partida correspondiente del Presupuesto de Egresos del Estado, disponga en los ejercicios fiscales de que se trate, hasta el 50% del Impuesto predial Ejidal recaudado, resultante de aplicar un porcentaje equivalente al 2% a la tasa vigente hasta el año de 1989 y destine su importe al pago de obras, inversiones o servicios que se realicen en los núcleos de población o comunidades ejidales en donde se genere el referido gravamen.

  SEGUNDO.- Para efectos del punto anterior, las autoridades ejidales o comunales, previo acuerdo de la asamblea, solicitarán por escrito al Gobernador del Estado, las obras, inversiones o servicios en las que deberá invertirse el importe del Impuesto Predial Ejidal recaudado, a que se hace referencia en el punto primero anterior


  TERCERO.- Tendrán preferencia entre las obras e inversiones que se programen, aquellas que sean productivas.


  CUARTO.- El Ejecutivo del Estado autorizará el programa de inversiones a través de las Secretarías de Fomento Agrícola, de Fomento Ganadero y de Infraestructura y Desarrollo Urbano o de aquella dependencia a cuya área le corresponda sin perjuicio de solicitar la intervención en coordinación con las dependencias Federales y Municipales.


  QUINTO.- La Tesorería General del Estado estará facultada para vigilar la ejecución de las obras, programas de inversión o servicios autorizados.


  SEXTO.- Las comunidades ejidales o comunales que no propongan programa de obras, de inversiones o de servicios, podrán derivarlo a otras comunidades, previo acuerdo de la Asamblea General.


  SEPTIMO.- Asimismo, se autoriza al C. Tesorero General del Estado para que compense vía subsidio a favor de los contribuyentes del Impuesto Predial Ejidal, hasta un monto equivalente al 1% que corresponde al incremento de la tasa vigente a partir del 1 de Enero de 1990.


  Dicha compensación, se aplicará simultáneamente al pago del impuesto y su importe deberá reflejarse en el Recibo Oficial que expida la oficina recaudadora correspondiente, de acuerdo a los mecanismos que al respecto establezca la Tesorería General del Estado.


  TRANSITORIO


  ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor el día primero de enero de 1990.


  Para su debida observancia y cumplimiento, se emite el presente Acuerdo en la Ciudad de Hermosillo, Sonora, a los 26 días del mes de diciembre de mil novecientos ochenta y nueve.


  En este Acuerdo observamos aspectos interesantes en el desarrollo del impuesto predial ejidal; por una parte, días antes a la emisión del acuerdo el ejecutivo había incrementado en 1% la tasa del gravamen para quedar esta en un 3%, pero a la par acordaba regresar a los contribuyentes del tributo, el 50% del monto recaudado resultante de aplicar una tasa del 2% a la base; como se hacía anteriormente, y además subsidiar un monto equivalente al 1% de incremento que había subido la tasa anterior.


  Es decir, el ejecutivo incrementaba la tasa aplicable en 1%, de igual forma regresaba la mitad de lo que pagaban antes y les subsidiaba el incremento que él mismo había decretado. Finalmente el incremento del 1% de la tasa había resultado virtual.


  Una decisión difícil de entender pero que seguramente obedeció a una estrategia política más que técnica, necesaria en la época.


  Para esos años, la distribución de la recaudación del impuesto predial ejidal estaba de la siguiente manera:


  Del total recaudado: 50% para los ejidatarios, 25% para los Ayuntamientos y 25% para el Estado.


  Años después, en 1998, un apartado de la Ley de Ingresos del Estado fue modificado el esquema de distribución de la recaudación de este impuesto:


  Del 100% recaudado, el 50% se regresa a los contribuyentes, el 45% a los Ayuntamientos y solo el 5% se queda en el Estado el cual es utilizado para gastos de administración del mismo impuesto.


  Del 45% que le corresponde al Ayuntamiento, desde 1998 la Ley de Ingresos establece lo siguiente.


  Ley de Ingresos y Presupuesto de Ingresos del Estado de Sonora para el año 2003[73]


  Artículo 2.- Se conceden las siguientes participaciones a los Ayuntamientos del Estado de Sonora, en el rendimiento de los ingresos estatales netos que se generen en sus respectivos territorios en la forma siguiente:


  1.- Sobre los ingresos por impuesto predial ejidal: 45%


  Corresponden a la aplicación discrecional del Municipio: 25%


  Por su parte el Estado transfiere al Municipio para su aplicación exclusiva en obra pública en beneficio de los habitantes y comunidades ejidales ubicadas dentro de su jurisdicción municipal: 25%


  Concluimos finalmente que el impuesto predial ejidal, aunque es una carga estatal, solamente el 5% se queda en las arcas estatales y el 95% se ejerce en las comunidades de los municipios donde se generó.


  Capítulo 7


  PROCEDIMIENTO PARA EL CÁLCULO Y PAGO DEL IMPUESTO


  El cálculo de cualquier impuesto se obtiene multiplicando el valor de la base por la tasa aplicable a la misma. En el caso del impuesto predial ejidal, la base es el valor de la producción de las tierras ejidales y comunales. Este valor se obtiene multiplicando el número de hectáreas sembradas del producto por el rendimiento en toneladas por hectárea y finalmente por el valor en pesos de la tonelada del producto.


  IMPUESTO = Hectáreas cosechadas x toneladas por hectárea x valor por tonelada x tasa


  El valor de la producción se obtiene, de los datos que el propio productor - o en este caso contribuyente, aporta a quien le compra la producción; y que según la Ley de Hacienda del Estado, es responsable solidario del pago del impuesto - en el formato que la Secretaría de Finanzas les proporciona, llamado Formato de Retención del Impuesto Predial Ejidal, FRIPE (Ver Formato en el capítulo Tablas y Gráficas) en el que le retiene el monto del impuesto predial ejidal aplicándole la tasa del 3% según el Artículo 10 de la Ley de Hacienda del Estado y descontándole al mismo tiempo el 1% respectivo, según el Acuerdo de 1989, para quedar finalmente en una tasa real del 2%.


  La Secretaría de Finanzas, con el fin de corroborar que los datos aportados por el contribuyente en el FRIPE, sean los correctos, se apoya en los datos de rendimientos por hectárea, superficie sembrada y valor por tonelada, de cada uno de los productos agrícolas, que le proporciona la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, SAGARPA (Ver Formato en el Capítulo Tablas y Gráficas).


  De igual forma, la Secretaría de Finanzas mantiene un registro de contribuyentes de ejidos y comunidades de todo el Estado, y también de comercializadores de la producción agrícola, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 8 de la Ley de Hacienda del Estado con el fin de llevar un control de quienes pagan el impuesto.


  Capítulo 8


  PROCEDIMIENTO PARA LA RECUPERACIÓN DE LAS PARTICIPACIONES POR CONCEPTO DEL IMPUESTO


  De acuerdo con el Artículo 2 de la Ley de Ingresos del Estado, de lo recaudado por concepto de impuesto predial ejidal, corresponde a los contribuyentes el 50% y a los Ayuntamientos el 45%. Para recuperar ese dinero, ambos deben de seguir un procedimiento administrativo ante la Dirección General de Contabilidad e Informática de la Secretaría de Planeación del Desarrollo, para que la Secretaría de Finanzas pueda liberarles dichos recursos.


  Ayuntamientos


  El retenedor del impuesto, al llenar los formatos FRIPE, incluye la información del ejido y el municipio donde aquel se localiza. Al capturarse la información, el sistema informático que administra el impuesto, transfiere automáticamente los fondos al Ayuntamiento respectivo, así los recursos se acumulan en cada municipio durante el mes, para que automáticamente al momento de entregar los recursos correspondientes a las participaciones de cada municipio, se incluya lo referente al impuesto predial ejidal.


  Ejidos y Comunidades


  Los ejidos solicitan los recursos que les corresponden por concepto de recaudación del impuesto predial ejidal a la Dirección General de Contabilidad e Informática y Obras Ejidales de la Secretaría de Planeación del Desarrollo, una vez cumplido con los requisitos que a continuación se enlistan:


  Secretaría de Planeación del Desarrollo


  Dirección General de Contabilidad e Informática y Obras Ejidales


  Departamento de Obras Ejidales


  Requisitos que debe de contener la documentación que ampare las asambleas realizadas en los núcleos ejidales para el retiro del 50% del monto recaudado del impuesto predial ejidal


  1.- Los núcleos deben solicitar el retiro de fondos mediante acuerdo tomado en la asamblea de ejidatarios.


  2.- Las asambleas deberán ser ordinarias o en su caso extraordinarias como lo establecen los artículos 21 al 42 de la Ley Agraria.


  3.- Para las asambleas extraordinarias, deberán seguirse los siguientes pasos:


  
    1. Debe lanzarse primera convocatoria con no menos de 8 días de anticipación ni más de 15, por medio de cédulas (convocatoria) que se fijarán en los lugares más visibles del ejido. Los días comienzan a contar al día siguiente de la fijación de la convocatoria.


    2). La convocatoria deberá contener:


    Fecha de Expedición.


    Fecha y hora en que se llevará a cabo la asamblea.


    Lugar en que se realizará la asamblea (en este caso, se deberá precisar el lugar, indicando dirección exacta o en su defecto, identificar el lugar). Se pretende que se deje la práctica de decir “en el lugar acostumbrado para celebrar asambleas”, debe decirse: “Que se llevará a cabo en el lugar que ocupa el salón de actos del Ejido” o “En la casa de Juan Pérez”, o “En la plaza pública del lugar”, etc.


    Orden del día, indicando en uno de sus puntos el objeto de la asamblea. En este caso será el de acordar el retiro de la Secretaría de Finanzas los fondos provenientes del 1% del Impuesto Predial Ejidal sobre producción comercializada, indicando el destino que darán a estos fondos.


    Certificación de la Autoridad Municipal.


    3. Se levantará el acta de no verificativo cuando en primera convocatoria no haya quórum legal (La mitad más uno de los Ejidatarios con sus derechos legalmente reconocidos por la resolución presidencial que constituyó el núcleo agrario o por la última resolución de juicio privativo de derechos y nuevas adjudicaciones). El día de la asamblea se publicará la segunda convocatoria para los 8 días.


    4. En la asamblea ya sea por primera o segunda convocatoria, se levantará el acta correspondiente, misma que deberá contener los siguientes requisitos:


    Se precisará el lugar acostumbrado para celebrar asambleas.


    Se indicará el número de Ejidatarios presentes, así como los que conforman el Ejido.


    El acta deberá ser firmada y estampada sus huellas digitales por los Ejidatarios presentes.


    Contendrá la certificación de la autoridad municipal. (Únicamente cuando no sea ordinaria).


    5. Deberá anexarse el proyecto o presupuesto que indique el destino que se le dará a los fondos anotando el Registro Federal de Contribuyentes de la casa comercial o de la persona que firme el presupuesto.

  


  NOTA: Todos los documentos deberán presentarse en original y copia.


  A continuación presentamos al lector el ejemplo del ejido Yucuribampo No 2 del Municipio de Cajeme, que sigue todo el procedimiento exigido para lograr tener acceso a sus recursos.


  En primer término, la primera convocatoria a la asamblea:


  EJIDO YUCURIBAMPO No. 2


  Cajeme, Sonora a 27 de enero del año 2002


  PRIMERA CONVOCATORIA


  De conformidad con lo señalado en los artículos 22, párrafo primero 23, fracción III, 24, 25, 26, 27, 30, 31, y demás relativos de la ley agraria, por medio de la presente cedula, se les:


  CONVOCAN:


  A todos los ejidatarios con sus derechos reconocidos de el ejido denominado Yucuribampo no. 2, municipio de Cajeme, sonora a una asamblea general de ejidatarios, la cual se realizara en el local acostumbrado para celebrar las asambleas, el día 7 (siete), del mes de febrero, a partir de las diez de la mañana, bajo el orden del día:


  Orden del día:


  1.- Pasar lista de asistencia, verificar el quórum e instaurar la asamblea, por el comisariado del ejido.


  2.- Tratar lo relacionado con el retiro del impuesto ejidal, y tomar acuerdos.


  3.- Asuntos generales.


  4.- Clausura de la asamblea, previa firma del acta.


  Se recuerda a los ejidatarios, que por ser esta una primera convocatoria, la asamblea se realizara solo cuando asistan por lo menos la mitad mas uno de los ejidatarios, y que los acuerdos que se tomen son de valides para los presentes, ausentes y disidentes.


  Por el comisariado ejidal


  Ma. Mercedes Chávez Lugo, Presidente. Ma. Amada Cárdenas Duarte, Secretario. Jesús Manuel López Lugo, Tesorero.


  Una vez hecha la convocatoria y efectuada la Asamblea, si no hubo quórum para su realización, se levanta una Acta de no Verificativo, como se muestra a continuación.


  EJIDO YUCURIBAMPO NO. 2


  Cajeme, Sonora a 7 de febrero del año 2002


  ACTA DE NO VERIFICATIVO


  En el local donde acostumbran realizar las asambleas, los ejidatarios del ejido Yucuribampo no. 2, del municipio de Cajeme, siendo las diez horas, del día siete del mes de febrero del año 2002, se reunieron un grupo de ejidatarios, con el fin de llevar a cabo una asamblea convocada por los representantes del comisariado ejidal donde como principal punto, seria tratar lo relacionado con el retiro del dos por ciento ejidal, para lo cual se paso lista de asistencia por parte del comisariado ejidal, donde solo contrataron de presente, 10 ejidatarios de 59 que conforman el ejido, por lo cual al no existir el quórum legal para que la asamblea se celebre, se acordó programar una segunda convocatoria, para el día domingo 17 del mes de febrero, la cual se realiza con los ejidatarios que asistan y que los acuerdos que se tomen, serán validos para los presentes ausentes y los disidentes.


  Por el comisariado ejidal


  Ma. Mercedes Chávez Lugo, Presidente. Ma. Amada Cárdenas Duarte, Secretario. Jesús Manuel López Lugo, Tesorero


  Luego entonces se convoca a una segunda Asamblea:


  EJIDO YUCURIBAMPO NO. 2


  Cajeme, Sonora a 07 de febrero de 2002.


  SEGUNDA CONVOCATORIA


  De conformidad con lo señalado en los artículos 22, párrafo primero 23, fracción III, 24, 25, 26, 27, 30, 31, y demás relativos de la ley agraria por medio de la presente cedula, se les


  CONVOCAN:


  A todos los ejidatarios con sus derechos reconocidos legalmente dentro del ejido denominado Yucuribampo no. 2, municipio de Cajeme, sonora, a una asamblea general de ejidatarios, la cual se celebrara en el local acostumbrado para sesionar, el día domingo 17 del mes de febrero de 2002, a partir de las diez horas, la cual se sujetara al siguiente orden del día:


  1.- pase de lista de asistencia, verificación del quórum legal, e instauración de la asamblea.


  2.- tratar lo relacionado con el retiro del impuesto ejidal, y tomar acuerdos.


  3.- asuntos generales.


  4.- clausura de la asamblea.


  }se recuerda a los ejidatarios, que por ser esta una segunda convocatoria, la asamblea se celebrara con los ejidatarios que a la misma asistan. y los acuerdos que se tomen serán validos para los presentes ausentes y disidentes, por lo que se recuerda su puntual asistencia.


  Por el comisariado ejidal


  Ma. Mercedes Chávez Lugo, Presidente. Ma. Amada Cárdenas Duarte, Secretario. Jesús Manuel López Lugo, Tesorero.


  Para finalmente tener el Acta de Asamblea requerida:


  EJIDO YUCURIBAMPO NO. 2


  Cajeme, Sonora a 17 de febrero de 2002.


  ACTA DE ASAMBLEA


  En el local donde acostumbran celebrar sus asambleas, los ejidatarios del ejido Yucuribampo no. 2, siendo las diez horas, del día domingo 17 del mes de febrero de 2002, se reunieron los integrantes del comisariado ejidal, ma. Mercedes Chávez Lugo, Ma. Amada Cárdenas duarte, y Jesús Manuel López Lugo, presidente, secretario y tesorero del comisariado ejidal, así como un grupo de ejidatarios, los cuales fueron llamados para realizar la asamblea en base a los puntos que siguen:


  1.- Se paso lista de asistencia, por el presidente del comisariado del ejido, donde contestaron de presente solo 16 ejidatarios, de 59 del ejido, y que por tratarse una segunda convocatoria, la reunión se celebra, y los acuerdos que se tomen, son de validez para los presentes, ausentes y disidentes.


  2.- Enseguida, se platico con respecto al dos por ciento ejidal, que se encuentra en la secretaria de finanzas del estado, donde se dijo que es necesario solicitar estos recursos, para realizar obras en el ejido como reparar la vivienda y bodega, donde se tiene el equipo de bombeo y maquinaria, también para realizar la reparación del cerco.


  una vez que se hizo este recuento de las obras que se tienen que hacer, se acordó por parte de los presentes, solicitar estos recursos a la secretaria de finanzas, facultando al presidente del comisariado ejidal para que haga este retiro, anexándose al acta de asamblea, el presupuesto que se elaboro para estas obras.


  3.- Dentro de este punto, los ejidatarios se reservaron hacer comentarios al respecto.


  4.- No existiendo otro asunto por tratar, se da por terminada la presente asamblea, la cual firman los ejidatarios presentes que quisieron y supieron hacerlo, siendo las 11:00 horas del día:


  Por el comisariado ejidal


  Ma. Mercedes Chávez Lugo, Presidente. Ma. Amada Cárdenas Duarte, Secretario. Jesús Manuel López Lugo, Tesorero.


  Lista de ejidatarios asistentes, a la reunión celebrada en el ejido denominado Yucuribampo no. 2 municipio de Cajeme, sonora, el día 17 del mes de febrero del 2002


  Finalmente una vez realizada la Asamblea, los ejidatarios solicitan la devolución del 50% de lo recaudado por concepto de impuesto predial a la Secretaría de Planeación del Desarrollo quien emite un Memorando y una Solicitud de Pago a la Secretaría de Finanzas para que libere y entregue los recursos a favor del Ejido correspondiente.


  A continuación un ejemplo del formato antes citado :


  MEMORANDO


  C.P. Enrique Claussen Yberri


  Subsecretario de Finanzas


  Presente


  Vistos los antecedentes del caso y con fundamento en lo establecido por la Ley Agraria en sus artículos 21 al 42 y demás relativos, procede la solicitud formulada por los directivos del “EJIDO YUCURIBAMPO No. 2” del Municipio de Cajeme, Sonora, por lo que de tener fondos suficientes se les puede entregar la cantidad de $ 4,698.71 que solicitan en Asamblea General celebrada con fecha 17 de febrero de 2002 en la que acordaron el retiro de fondos del Impuesto Predial Ejidal Sobre Producción Comercializada para destinarlos a realizar diversas obras.


  Para tal fin se acompaña la siguiente documentación:


  
    1. Solicitud de pago por $4,698.71 firmada por los directivos ejidales.


    2. Primera convocatoria para celebrar Asamblea General el 7 de febrero de 2002.


    3. Acta de No Verificativo levantada el 7 de febrero de 2002.


    4. Segunda convocatoria para celebrar Asamblea Gral. el 17 de febrero de 2002.


    5. Acta de Asamblea Gral. celebrada el 17 de febrero de 2002.


    6. Presupuesto por $7,760.00.

  


  SALDO: $4,698.71


  PRESENTE RETIRO: $4,698.71


  EXCEDENTE: $ - 0 -


  ATENTAMENTE


  SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN.


  EL DIRECTOR GRAL. DE CONTABILIDAD INFORMATICA.


  C.P. RAFAEL PABLOS TAVARES


  RPT/FMD/bos.
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  REFLEXIONES FINALES


  El Impuesto Predial Ejidal nació con un deformación estructural, por un lado se decretó como un impuesto predial tradicional y por la otra se hace efectivo, no en base al valor catastral de los predios ejidales, sino en base a el valor de la producción agropecuaria de dichos predios.


  Esto a todas luces resulta inconstitucional y técnicamente inadmisible, no es consistente con los principios impositivos generalmente aceptados, calcular un mismo impuesto con diferentes bases por el hecho de que el régimen de propiedad sea diferente.


  Seguramente esta incongruencia se deriva de las problemáticas políticas y sociales que durante décadas han aquejado al desarrollo organizacional de los ejidos y de las comunidades; situaciones que sin duda han cambiado sustancialmente a partir de las reformas al Artículo 115 Constitucional en 1983, en el que se les trasladó a los Ayuntamientos la facultad de cobrar los impuestos inmobiliarios; entre ellos el predial. En este caso y por razones obvias, resultó improcedente trasladarles también el cobro del predial de los ejidos, en razón de que bajo el marco jurídico de la posesión de tierras ejidales de la época, estas resultaban ser bienes de dominio público y por lo tanto, exentas del cobro del impuesto predial tradicional, ahora de carácter municipal; como consecuencia de este hecho, los ayuntamientos estaban funcionalmente imposibilitados de cobrar el impuesto predial tradicional, por lo que se continuó cobrando el impuesto llamado también predial, pero de carácter estatal y dirigido a los ejidos y comunidades, aunque se tomó la decisión de que el dinero recaudado por este impuesto, les fuera devuelto a los Ayuntamiento para su aplicación en su territorio.


  Al reformarse el Artículo 27 Constitucional y promulgarse la Ley Agraria en 1992, las condiciones legales de la tenencia de la tierra ejidal cambiaron, ahora los ejidatarios son propietarios de sus tierras y por lo tanto ya pueden formar parte del régimen de impuesto predial municipal.


  Por otra parte, y derivado de esta reforma de 1992, las autoridades agrarias llevan acabo un permanente proceso de regularización del regímenes de propiedad ejidal, sobre todo en las tierras ejidales en zonas urbanas; estas, al paso del tiempo se han convertido en importantes poblaciones que demandan la prestación de los servicios públicos de parte de los ayuntamientos donde están asentadas , en base a lo anterior es muy razonable pensar que los ingresos necesarios para afrontar el gasto público de estos asentamientos, pueden obtenerse de el impuesto predial urbano.


  A su vez, las autoridades estatales que recaudan el impuesto, lo transfieren casi todo a los contribuyentes y a los ayuntamientos donde este se generó, por lo que prácticamente es un impuesto municipal, ya que el ejecutivo estatal lo único que hace es calcularlo y cobrarlo.


  Por lo anterior, y a la luz del proceso de fortalecimiento municipal que está viviendo nuestro país, creemos que el impuesto predial ejidal amerita una reforma legal para convertirlo en un impuesto municipal, en aras de convertirlo en una fuente de financiamiento de las haciendas municipales. Por supuesto que para lograrlo es imperativo que las autoridades municipales se involucren cada día más en la administración eficiente de este y los otros ingresos derivados de los impuestos inmobiliarios, como lo son el impuesto predial y el impuesto al traslado de dominio, hoy por hoy, las principales fuentes de ingresos propios.


  Como corolario debo decir que durante el proceso de elaboración de este libro, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, emitió una resolución sobre la controversia constitucional 25/2002 [74] presentada por el Ayuntamiento de San Luis Río Colorado, Sonora en relación al Artículo 1 Frac. 1 de la Ley de Ingresos y Presupuesto de Ingresos, para el ejercicio fiscal del 2002 del Estado de Sonora en la que el Ayuntamiento plantea que el impuesto predial ejidal debe ser un impuesto municipal y que a la letra dice:


  Por lo expuesto y fundado, se resuelve:


  PRIMERO.- Es parcialmente procedente y parcialmente fundada la controversia constitucional promovida por el Municipio de San Luis Río Colorado, Estado de Sonora.


  SEGUNDO.- Se sobresee en la controversia constitucional, en relación con los artículos 5°, fracción III, 7°, fracciones IV y V, 9°, fracción II, inciso a), 10, fracción V, 52, 53 y 68 incisos a) y b), de la Ley de Hacienda del Estado de Sonora, en términos del considerando segundo de esta sentencia.


  TERCERO.- Se declara la invalidez del artículo 1º, fracción I, de la “Ley de Ingresos y Presupuesto de Ingresos del Estado de Sonora para el Ejercicio Fiscal de 2002”, reformado por Decreto “149” del Congreso estatal, publicado en el Boletín Oficial del Estado el tres de enero de dos mil dos, para los efectos precisados en el último considerando de este fallo.


  CUARTO.- Esta ejecutoria surtirá plenos efectos a partir de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, en los términos precisados en el último considerando de esta sentencia.


  QUINTO. Publíquese esta resolución en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en el Diario Oficial de la Federación y en el Periódico Oficial del Estado de Sonora.


  Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente.


  Así lo resolvió la Suprema Corte de Justicia de la Nación en Pleno, por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Mariano Azuela Güitrón, Juan Díaz Romero, José Vicente Aguinaco Alemán, José de Jesús Gudiño Pelayo, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Humberto Román Palacios, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, Juan N. Silva Meza y Presidente Genaro David Góngora Pimentel. No asistió el señor Ministro Juventino V. Castro y Castro por estar presidiendo, en su carácter de decano, una diligencia en el Consejo de la Judicatura Federal. Fue ponente en este asunto el señor Ministro Juan N. Silva Meza.


  Firman los señores Ministros Presidente y Ponente, con el Secretario General de Acuerdos que autoriza y da fe.


  Ministro Presidente: Genaro David Góngora Pimentel. Ministro Ponente: Juan N. Silva Meza. El secretario general de acuerdos: Lic. José Javier Aguilar Domínguez.


  Aunque la Suprema Corte de Justicia de la Nación le da parcialmente la razón al Ayuntamiento de San Luis Río Colorado, en el sentido de que el Impuesto Predial Ejidal en Sonora, que aunque la base para su cálculo es el valor de la producción, por tener su origen en la propiedad inmobiliaria de los ejidos, debe pasar a ser un impuesto municipal.


  Es entonces tiempo, de iniciar las reformas legales necesarias para que dicho impuesto pase a formar parte de las leyes fiscales municipales.
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2003 14,346,604 493,537 40,192

Fuente: Leyes de Ingresos del Estado de Sonora.
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